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1. NOTA LIMINAR

El presente trabajo forma parte de una investigación mayor, abarcativa de la problemática de la transparencia, la ética pública y anticorrupción que se viene desarrollando en el ámbito de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional del Litoral. Para este se ha contado con la invalorable participación de Micaela Moleòn, cientibecaria afectada al proyecto y de los aportes del grupo de alumnos que participaron  del Seminario Optativo dictado en el segundo semestre de 2006, entre los que se destacaron Karina Milt y Silvina Ferrer. Una de las bases de esta investigación fue el IDP-Entre Ríos, Informe de Diagnóstico Provincial encargado por la Oficina Anticorrupción del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, en el marco del denominado “Plan Provincias”, en el que se encargó a universidades la presentación de ofertas para su realización, siendo la Universidad Nacional del Litoral la que resultara ganadora por su propuesta técnica y por los antecedentes de los docentes e investigadores, del que el suscripto fue el Director. El Diagnóstico de referencia se hizo sobre la Provincia de Entre Rìos y cuyo informe final está en la página web de la citada Oficina.

2. INTRODUCCION


Existe una sospecha constante en la sociedad, de que ciertos servidores públicos y sus jefes políticos,  engrosan sus bolsillos a expensas de la población. Estas sospechas están alimentadas por escándalos que tienen implicaciones morales serias, dadas a conocer casi todos los días.

Es por eso que los estándares éticos para el servicio público deben ser claros, los funcionarios públicos deben conocer los estándares que se espera apliquen en su trabajo y saber dónde se ubican las fronteras de un comportamiento aceptable, a través de un código de ética o de conducta y, además, los estándares éticos deben estar reflejados en la estructura legal

Tambièn es cierto que los servidores públicos necesitan saber de qué protección pueden disponer en caso de que se expongan malos comportamientos. Un valor central en el servicio público es el compromiso con la ley y con el estado de derecho, es un valor más alto que cualquier otra responsabilidad con los superiores, colegas o subordinados, y sobre cualquier reclamo de lealtad por parte del partido político en el poder. Esto significa que deben existir canales confiables y efectivos para la presentación de denuncias.

Por ello los mecanismos adecuados para la rendición de cuentas  deben tener su lugar es decir que  la rendición de cuentas debe enfocarse tanto al cumplimiento de las reglas y los principios éticos como al logro de resultados y, por ende, deben existir procedimientos y sanciones apropiados para enfrentar las malas conductas: es necesario contar con procedimientos y recursos confiables para el monitoreo, información e investigación de faltas a las reglas del servicio público, así como con sanciones administrativas o disciplinarias conmensurables para desmotivar los malos comportamientos.

Se puede observar que el caso argentino reconoce en el Còdigo Penal el delito de “enriquecimiento ilícito”, en donde se invierte la carga de la prueba, pues es el funcionario denunciado quien debe “demostrar” que las riquezas presuntamente obtenidas por fuera de los ingresos habituales, le pertenecen legítimamente, y no como en los casos comunes que la Fiscalía que denuncia es también la que debe aportar las “pruebas” de los demás delitos.

2. EL MONITOREO DE BIENES DE LOS FUNCIONARIOS


El requisito de la divulgación de bienes e ingresos, al momento de tomar posesión de un cargo de todos aquellos que se encuentran en posición de influencia, y de sus familiares más cercanos, sienta un precedente importante para cualquier proceso ulterior que les impediría sugerir que, cualquier riqueza obtenida posteriormente y no divulgada, fue, de hecho, adquirida legítimamente. Esa declaración deberá actualizarse anualmente mientras permanezca en el cargo.

La parte más dificultosa no es tanto decidir sobre las categorías de bienes que deben ser divulgados y la categoría de funcionarios que deben presentar su declaración, sino más bien decidir el grado hasta el cual debe existir acceso público a estas declaraciones.

Los funcionarios también deben declarar cualquier interés o bien financiero que pueda crear un conflicto de intereses durante el desempeño de sus responsabilidades. Tal declaración deberá incluir cualquier posesión del cónyuge del funcionario que pueda representar un conflicto de intereses. Las declaraciones deberían ser hechas públicas. Está también la postura de la privacidad, de los funcionarios y familiares, por la que debe ser suficiente que la divulgación se registre, pero que no se haga de manera pública.

Al manejar la acusación de corrupción en contra de funcionarios, el sistema debería de alguna manera garantizar que la moral de los mismos no se vea afectada de manera adversa y que también los denunciantes y las partes inocentes se encuentren protegidas. Esta es una de las cuestiones más delicadas, pues acusaciones que no estén basadas en la verdad pueden ser moralmente dañinas.

Ante un caso de conflicto de intereses, por ejemplo cuando un funcionario tiene una actividad privada que se relaciona de modo directo con sus competencias públicas y cuyos intereses pudieran cruzarse, la Oficina Anticorrupción en la República Argentina, da origen a un trámite administrativo en el que se revisa la información inicial, se recolecta información adicional, se analiza jurídicamente la cuestión y se  emite una resolución. 

El Código de ética puede disponer que un funcionario del Estado o empleado no debe actuar en su capacidad oficial en ningún asunto en el cual éste tenga un interés financiero personal directo o indirecto que posiblemente pudiera afectar su objetividad o independencia de juicio.

 El  conflicto de interés cuando se deja de pertenecer al sector público


Es un asunto muy importante conducir el proceso cuando un servidor público deja de pertenecer al Estado, sea como funcionario político o de carrera, y entra al sector privado, desde la perspectiva del conflicto de interés.

Para garantizar que los administradores públicos no sean tentados por posibilidades de trabajo luego de su retiro, se requiere de un planteamiento especial para el empleo posterior al sector público. Esto no sólo reduce el riesgo de corrupción, sino que hace que la información confidencial que tenga el funcionario público en retiro sea mucho menos sensible, información que desearían obtener intereses en competencia en el sector privado.

Las áreas en las que puede surgir  conflictos del empleo posterior pueden ser:

· funcionarios que modifican su conducta para mejorar sus perspectivas de empleo luego del alejamiento de la función pública, actuando con parcialidad identificándose sobremanera con los eventuales futuros intereses de empleadores del sector privado.

· Ex funcionarios que usan información confidencial del gobierno para obtener un beneficio personal. Esto no incluye las habilidades personales de un individuo y el conocimiento que pueda ser legítimamente utilizado para obtener otro empleo.

· Ex funcionarios que buscan influenciar a funcionarios, ex colegas o a subordinados, para que actúen con parcialidad garantizándoles favores.

3. Normativa en materia de transparencia, prevención y mecanismos de control en la República Argentina.

La República Argentina ha implementado constitucionalmente un sistema federal de gobierno, en virtud del cual, por su propia organización institucional, existen materias delegadas al gobierno federal, y otras que, al no haber sido delegadas, han quedado en el ámbito provincial (arts. 121, 126, 75 inc. 12 y ccss. Constitución Nacional).

En tal sentido, así como ha sido delegado al Congreso de la Nación la posibilidad del dictado de la legislación de fondo, entre ellos el Código Penal en tanto digesto que tipifica las conductas penalmente reprochables, lo referente a la organización administrativa constituye derecho local al tratarse de materia no delegada. Ello, sin perjuicio de la necesidad de las provincias de adoptar y adaptar su legislación a los tratados internacionales firmados por la Nación Argentina, entre los cuales se encuentra la Convención Interamericana contra la Corrupción.


La determinación de tales premisas como punto de partida resulta importante ya que la Ley Nacional de Ética Pública Nº 25.188 contiene algunas normas que forman parte de la legislación de fondo, y por lo tanto aplicable a todo el territorio del país, como así también cierta legislación administrativa que no resulta de aplicación directa en las provincias.

Por su parte, sólo resulta aplicable a la Administración Pública Nacional, sin que se pueda extender a las respectivas administraciones provinciales, tanto el régimen de declaraciones juradas, el sistema de nulidades de los actos administrativos plasmado en su normativa, el régimen de obsequios, incompatibilidades y conflicto de intereses, y las normas procedimentales específicas de la oficina.

En esa norma  expresamente invita a las Provincias y al Gobierno Autónomo de la ciudad de Buenos Aires “para que dicten normas sobre regímenes de declaraciones juradas, obsequios e incompatibilidades vinculadas con la ética en la función pública”.

Partiendo de ello, los funcionarios, magistrados y empleados provinciales pueden incurrir en responsabilidad penal por la comisión de las conductas tipificadas en el Código Penal, sin que para ello se requiera del dictado de norma provincial alguna.

Pero sin lugar a dudas, la prevención de la corrupción, la tutela de la ética en el ejercicio de la función pública, y consecuentemente la consolidación de herramientas que permitan transparencia en la gestión de los asuntos públicos no puede limitarse a ser procuradas exclusivamente mediante la persecución penal, resultando indispensable el dictado de normas de naturaleza local que complementen y regulen tales aspectos, aún cuando su transgresión no constituya delito.

Por tal motivo, las pautas organizativas locales, claramente dadas, resultan de indudable necesidad y de allí la importancia de su evaluación, proyección y análisis.

A modo de ejemplo: no todo conflicto de interés constituye un delito penalmente perseguible, lo cual no obsta a su prohibición por mecanismos propios de la legislación local, pudiendo trasuntar un vicio en la decisión adoptada que la invalide, y eventualmente la posibilidad de intentar la reparación ocasionado en las arcas públicas con dicha acción u omisión.

Desde la ratificación por la República Argentina en 1997 – Ley nº 24.759- de la Convención Interamericana contra la Corrupción – CICC-, nuestro país  ha asumido una serie de obligaciones respecto de la implementación de políticas adecuadas para la prevención y el combate de la corrupción así como la generación de políticas públicas orientadas a la buena gestión y a la transparencia.

Esencialmente, el esfuerzo de la prevención se ha centrado en la generación de mecanismos y herramientas orientadas a la transparencia en la toma de decisiones públicas, el acceso a la información y la publicidad de los actos de gobierno, y la generación de mecanismos de participación ciudadana que, en última instancia fortalezcan la relación entre el Estado y la Sociedad Civil.

En ese orden se exponen medidas de prevención como pautas orientadoras de los Estados Partes a aplicar dentro de sus propios sistemas institucionales. Las mismas se señalan como destinadas a crear, mantener y fortalecer, específicamente, normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas. Estas normas deberán estar orientadas a prevenir conflictos de intereses y asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones. Establecerán también las medidas y sistemas que exijan a los funcionarios públicos informar a las autoridades competentes sobre los actos de corrupción en la función pública de los que tengan conocimiento. Tales medidas ayudaran a preservar la confianza en la integridad de los funcionarios públicos y en la gestión pública. Asimismo se propician la implementación de Sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos por parte de las personas que desempeñan funciones públicas en los cargos que establezca la ley y para la publicación de tales declaraciones cuando corresponda.

Desde entonces, el Gobierno Nacional ha ido paulatinamente sancionando normas y/o elaborando proyectos de normas tendientes a hacer efectivas, o mejor dicho ejecutivas de las pautas preventivas de la CICC, especialmente el Sistema de Declaraciones Juradas. El mismo comprende las declaraciones juradas patrimoniales de los distintos funcionarios a los efectos de prevenir e investigar casos de enriquecimiento ilícito y conflicto de intereses.

En el ámbito nacional, la Ley de Ética Pública nº 25.188, sancionada en noviembre de 1999, establece en su capítulo tercero (arts. 4 al 11) el Régimen de Declaraciones Juradas, reglamentado mediante decreto nº 164/99 y actualmente informatizado por Decreto 808/00 que posibilitó la utilización de las nuevas tecnologías para  la implementación del sistema.

Declaraciones Juradas de Funcionarios Públicos

A nivel internacional el problema de la corrupción ha adquirido gran importancia, debido a los grandes perjuicios que provoca  y se ha desarrollado una sana tendencia hacia la transparencia. Uno de los instrumentos utilizados para este objetivo es el sistema de declaraciones juradas patrimoniales cuyo fin es detectar posible enriquecimiento ilícito. En este sentido la Argentina ha dado un gran paso con el nuevo sistema de Declaraciones Jurados Patrimoniales para Funcionarios.

Evolución del régimen de Declaraciones juradas de los funcionarios públicos en la Argentina

Este régimen tienen sus comienzos en 1953 con la sanción del Decreto 7843  y  hasta 1995 se fueron sancionando distintos decretos que rigieron su presentación.

El decreto 494/95 establece un régimen de requerimiento de justificación de incrementos patrimoniales y estipula  que las  declaraciones juradas  deben ser  presentadas en sobre cerrado y lacrado ante las áreas de personal de su jurisdicciones y organismos,  quienes deben remitirlas a la Escribanía General de Gobierno de la Nación, responsable de la recepción final, custodia, archivo y registro. Determina que la información contenida en la misma es confidencial y secreta, y  solo podía  ser conocida en sumaria administrativo por intermedio de la Procuración del Tesoro de la Nación y a pedido de las siguientes personas:

· Fiscal General de la Investigaciones Administrativas

· Sindico General de la Nación 

· Juez Competente 

· Declarante

En 1997 se crea la Oficina Nacional de Ética Publica
 a quien se le encomienda la creación y desarrollo de un programa de control y seguimiento de la situación patrimonial y financiera de todos los agentes de la Administración Pública Nacional, a partir de las declaraciones juradas presentadas por los mismos. 

Luego el del Código de Ética de la Función Publica
  establece que el contenido de las declaraciones juradas tendrá carácter público y podrá ser consultada en la Oficina Nacional de Ética Pública previa presentación de una solicitud  escrita; y determina que la presentación de las Declaraciones Juradas debe hacerse al asumir el cargo, anualmente y al cesar en la función.

Sistema actual (2000-2004) 

Con la Promulgación de la Ley de Ética en el Ejercicio de la Función Publica
 se establece un nuevo régimen de presentación de DDJJ para los funcionarios, determinando el carácter público de las mismas
. El Decreto Nº 862/01 modifica los artículos 14 y 15
 de esta ley lo cual es inconstitucional.

Dicha  ley previo la conformación de una Comisión Nacional de Ética Publica, la cual actuaría como órgano independiente y con autonomía funcional. Cada poder debía designar representantes para que integren  dicha comisión. Una de sus funciones seria la recepción de copias de las declaraciones juradas de los funcionarios y su conservación por un plazo de diez años desde el cese de la función. Si bien existieron numerosos proyectos para la constitución de la Comisión fueron todos intentos fallidos y hasta la actualidad no ha sido creada.

En diciembre de 1999 se crea en el ámbito del Ministerio de Justicia y derechos Humanos, la Oficina Anticorrupción
, a quien se le encomienda  la evaluación  y control del contenido de las declaraciones juradas de los funcionarios y  de las situaciones que puedan constituir enriquecimiento ilícito o incompatibilidad en el ejercicio de la función
. Esta oficina es también la autoridad de aplicación de la Ley de Ética Pública en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional
 

El Poder Judicial aprobó el Reglamento sobre Declaraciones Juradas Patrimoniales a través de la acordada Nº 1/2000 de la Corte Suprema de Justicia la cual establecía que “la recepción, custodia, archivo y registro de las declaraciones estará a cargo de la Administración General de la Corte Suprema” de esta manera la corte se negó a presentar las declaraciones juradas ante la Comisión Nacional de Ética Publica 
. En el año 2005 se adhieren
 al reglamento de presentación y consulta de  declaraciones juradas patrimoniales aprobado por la Resolución 562/05 del Consejo de la Magistratura del Poder Judicial de la Nación, con  ciertas salvedades
 y dejando sin efecto la acordada antes mencionada.

Cabe destacar que si bien el reglamento antes mencionado es muy similar al establecido en el ámbito del  poder ejecutivo podrían destacarse las siguientes diferencias:

· En las declaraciones de presentación anual el funcionario únicamente deberá completar los rubros que hayan sufrido cualquier tipo de modificación.

· En caso de que el funcionario estuviese inscripto en el régimen de impuesto a las ganancias o sobre bienes personales deberá adjuntar al anexo reservado la ultima declaración jurada presentada ante la AFIP.

· La Declaración Jurada Patrimonial integral debe conservarse por un plazo de cinco años contados a partir de la fecha de cese del funcionario o por el plazo que impongan las actuaciones administrativas o judiciales que lo involucren. 
· El régimen de presentación no cuenta con un sistema informático por lo que las declaraciones deben llenarse a mano.

· Cuando se detecten errores materiales o campos del Anexo Público sin completar, a pedido de parte interesada,  se requerirá al funcionario declarante que salve las deficiencias que se señalen.
· El formulario no requiere información relacionada con: el nivel de estudio alcanzado, sobre si se ha acogido a algún régimen de retiro voluntario en   el  ámbito del Estado Nacional, y con respecto a los datos personales omite pedir la fecha de nacimiento, el sexo y el numero de CUIT/CUIL.

· Solicita información de los Bienes muebles, semovientes y derechos registrables, radicados en el país o en el extranjero y de otros bienes muebles no registrables valuados en conjunto o que individualmente superen los $15000.

· Solicita información  por un lado de los títulos acciones, fondos comunes de inversión y valores cotizables en Bolsa, en el país o en el extranjero y por otro de títulos, acciones, valores no cotizables en Bolsa y participación en sociedades, en el país o en el extranjero.

· Requiere información sobre el capital ahorrado en efectivo, su monto y moneda.

· Pide la siguiente información sobre deudas y créditos prendarios o hipotecarios: apellido/s y nombre/s o Razón Social del acreedor o deudor según corresponda; identificación del bien gravado y  n° de inscripción de la prenda o hipoteca.

· Solicita ingresos derivados de los sistemas previsionales y de la tenencia de títulos, valores y acciones cotizables en Bolsa, en el país o en el extranjero.

· No pide información sobre los ingresos derivados de la venta de inmuebles, como así  tampoco sobre tarjetas de créditos.

· Si bien solicita los antecedentes laborales no los separa en sector publico y sector privado.

Con respecto al poder Legislativo Nacional, hasta que se cree la Comisión Nacional de Ética Publica
 el Secretario Administrativo
 debe mantener en custodia las Declaraciones Juradas presentadas por  funcionarios  de la Cámara del Senado, cuya publicidad se dispone  en las condiciones que establezca la reglamentación, como ser la fundamentación del pedido.

En cuanto a la Cámara de Diputados pede requerirse la entrega de la información contenida en las declaraciones Juradas mediante la presentación de una nota al Presidente del organismo.

DECLARACIONES JURADAS PRESENTADAS Y CONTROLADOS POR LA OFICINA ANTICORRUPCIÓN

1 Cuadro 1: OBLIGADOS A PRESENTAR DECLARACIONES JURADAS  2002-2006

	PRESENTACIÓN DE DDJJ
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	INICIALES
	2.605
	2.444
	24.246
	2.339
	2.749

	BAJAS
	2.680
	2.287
	4.476
	1.977
	2.115

	ANUALES
	24.074
	23.158
	1.932
	27.339
	29.180

	TOTAL
	29.359
	27.889
	30.654
	31.655
	34.044


Referencias:

· Iniciales: Representa a los funcionarios  ingresados en la Administración Pública durante el año, que deben presentar la declaraciones juradas.
· Bajas: Representa a los funcionarios que cesaron en sus cargos y deben presentar su declaración jurada

· Anuales: Funcionarios que debe actualizar la declaración jurada presentada el año anterior
Cuadro 2:DECLARACIONES JURADAS EN PODER DE LA OFICINA ANTICORRUPCION

	
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Declaraciones juradas controladas
	5000
	4000


	4000
	3801
	4.100

	Declaraciones juradas presentadas ante OA

	
	2223


	1819
	1817
	1441




2 Cuadro 3: IRREGULARIDADES DETECTADAS EN LAS DECLARACIONES JURADAS 

	Expedientes iniciados por control de DDJJ
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Posible enriquecimiento ilícito
	65
	
	3
	
	40
	37
	45

	Omisión de consignar datos en DJPI
	10
	
	4
	
	2
	
	59

	Por irregularidades detectadas en el control
	107
	60
	51
	62
	42
	
	

	Omisión de presentación de DJPI
	172
	492
	1.562
	201
	76
	52
	147(*)


(*) Surge una contradicción con la información presentada por la propia OA cuando sostiene que alrededor del 10% de los obligados a presentar DDJJ “iniciales” y “bajas” que totalizan alrededor de 486 funcionarios no cumplidores durante el año 2006 su obligación. En cuanto a las “actualizaciones anuales” se informa de un incumplimiento del 1%, que totalizaría entonces alrededor de 292 casos. Significa entonces un total de 778 funcionarios que omitirían presentar en tiempo y forma sus DDJJ contrastando esa cifra con la informada de 147 casos

Cuadro 4:PROPORCIÓN DE DECLARACIONES JURADAS QUE MOTIVARON LA INICIACIÓN DE OBSERVACIONES

(Sobre el total de DDJJ presentadas. 1/1000)

	Expedientes iniciados por control de DDJJ
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Posible enriquecimiento ilícito
	0,102
	
	1,305
	1,169
	1,322

	Omisión de consignar datos en DJPI
	0,136
	
	0,065
	
	1,733

	Por irregularidades detectadas en el control
	1,737
	2,223
	1,370
	
	

	Omisión de presentación de DJPI
	53,203
	7,207
	2,479
	1,643
	4,318


Cuadro 5:PROPORCIÓN DE DECLARACIONES JURADAS QUE MOTIVARON LA INICIACIÓN DE OBSERVACIONES

(Porcentaje de DDJJ observadas obre el total controlado por la OA. )

	Carpetas iniciadas por control de DDJJ
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Posible enriquecimiento ilícito
	0,060
	
	1,000
	0,973
	1,098

	Omisión de consignar datos en DJPI
	0,080
	
	0,050
	
	1,439

	Por irregularidades detectadas en el control
	1,020
	1,550
	1,050
	
	

	Omisión de presentación de DJPI
	31,240
	5,025
	1,900
	1,368
	3,585


Cuadro 6: PROPORCIÓN DE OMISIÓN EN LA PRESENTACIÓN DE DECLARACIONES JURADAS

(Porcentaje de DDJJ no presentadas sobre el total  presentadas )

	
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006

	Omisión de presentación de DJPI
	5.052
	0.715
	0.247
	0.164
	0.429


COMENTARIOS Y OBSERVACIONES

· Respecto al numero de declaraciones juradas presentadas se observa un incremento del 15,96 % entre el  2002 y el 2006.

· La oficina anticorrupción en el año 2006 recibió 1441 declaraciones juradas y quedando el  resto,  32.603, en las áreas de personal, administración o recursos humanos de las jurisdicciones y organismos al que pertenecen los funcionarios. El 8,16 % de las declaraciones que no son remitidas a la Oficina Anticorrupción fueron solicitadas por la Dirección de Investigación para que la Unidad de Control y Seguimiento de Declaraciones Juradas las revise por enriquecimiento ilícito.

· Se observa una notoria caída de las declaraciones juradas presentadas en la OA en el orden del 35,17 % en el periodo comprendido entre el año 2002 y el 2006.

· Solamente el 1,1% de las Declaraciones Juradas controladas por la OA se encuadra dentro de posibles casos de enriquecimiento ilícito en el año 2006.

· Se observa que el 1,3 por mil del total de declaraciones juradas presentadas en el año 2006 entran en la categoría de posible enriquecimiento ilícito.

· Se observan algunas contradicciones y/o falta de aclaraciones en el Informe Anual de la Oficina Anticorrupciòn, en cuanto al nùmero de obligados a presentar su DDJJ con respecto a su cumplimiento.

Análisis comparativo de los sistemas de Declaraciones Juradas de Funcionarios Públicos en la Argentina

Sistema que rigieron hasta el año 1999

Funcionarios Obligados 

En los sucesivos regímenes
 no se encuentran diferencias significativas en cuanto a la enumeración de funcionarios pero se alcanzo una mayor precisión con las sucesiva incorporación explicita de funcionarios obligados.
 

Contenido de la Declaración Jurada

En sus comienzos era muy general y fue adquiriendo mayor precisión y detalle a través de  sus modificaciones  y los modelos de formularios aprobados.

Carácter de la presentación 

Se mantuvo el carácter reservado delas declaraciones juradas hasta el año 1999 donde se determina el carácter publico de las mismas

Oportunidad de Presentación

El régimen comenzó exigiendo la presentación con la asignación del cargo y en casos de  variación sustancial del patrimonio; y se terminó estableciendo la obligatoriedad ante la designación del cargo, su actualización anual y por cese del cargo

Órganos responsables de la aplicación

El órgano responsable fue combinado con los regímenes, y desde 1999 correspondía la custodia y conservación de uno de los ejemplares de las declaraciones a la ex ONEP, quien debía realizar el control de la presentación.

Incumplimiento

Fue considerado en los distintos regímenes como causal para la aplicación de sanciones administrativas según el marco regulatorio en cada caso.

Custodia, conservación y control de las declaraciones juradas

Por decreto nº 152/97 se estableció el control y seguimiento de las declaraciones, pero al no prever en forma explicita la posibilidad de apertura de los sobres no se lo pudo aplicar. Luego se encarga a la ONEP la apertura declaraciones, de efectuar todo los controles necesarios de las declaraciones y solicitar aclaraciones pertinentes
.

El Sistema de la Ley de Ética Pública

Este sistema determina en forma expresa los funcionarios obligados, los  bienes e ingresos personales que deben declarar los mismos, como así también los de sus parientes. Separa los bienes en dos partes, por un lado los que corresponden a la parte pública de la declaración y por el otro a la  reservada
. 

También indica en que momento se deben presentar y la sancionabilidad de  su incumplimiento
.

El listado de las declaraciones de los funcionarios debe ser publicado en el Boletín Oficial y cualquier persona puede consultarlas y obtener copia de las mismas.

Situación actual en la Argentina: Provincias y Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Provincia de Buenos Aires

Todos los funcionarios de nivel superior y los que manejen, custodien o gestionen bienes del Estado deben presentar declaración jurada de sus bienes ante escribano publico o ante el escribano Publico General de Gobierno al asumir el cargo, cada cinco años o ante modificaciones patrimoniales cuando lo considere el empleado
. Estas contendrán una descripción del patrimonio del funcionario, de su cónyuge y de sus hijos a cargo
 

Las declaraciones son de acceso publico debiendo acreditarse interés legitimo o interés publico
.

Ciudad Autónoma de Buenos Aires

El art. 56 de la Constitución de Buenos Aires, sancionada en 1996 determina  los obligados a presentar declaraciones juradas y el momento en que deben presentarse
. En 1998 se establece el carácter publico de las mismas por medio de la Ley de acceso a la información Nº 104.

Decreto Nº 1381/04 establece los funcionarios obligados, momento de presentación y ante quien se deben presentar las Declaraciones.

Los declaraciones incluyen los bienes del declarante, de su cónyuge, conviviente e hijos menores en el país o en el exterior. La información se divide en una parte publica, que puede consultarse y obtenerse una copia previa presentación escrita, y otra de carácter reservado.

La escribanía General, receptora de las declaraciones, debe publicar una lista de las declaraciones juradas presentadas en el Boletín Oficial y en la pagina web oficial del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.

Córdoba

La ley Nº 8.198 de 1992, T.O. Decreto Nº 970/99
, establecen los funcionarios obligados a presentar las declaraciones juradas
 al  asumir y al dejar su cargo mediante acta notarial ante la Escribanía General de Gobierno. Determina el carácter publico de las declaraciones, que son de acceso publico previa presentación de una solicitud escrita.

Los bienes declarados deben ser valuados a valor fiscal.

La oficina anticorrupción, creada por Ley Nº 8835 del 2000, Tiene  como función evaluar y controlar el contenido de las declaraciones juradas y toda situación que pudiera constituir enriquecimiento ilícito o incompatibilidad en el ejercicio de la función.

Santa Fe

La Ley Nº 7089 de 1974, establece que los funcionarios provinciales que desempeñen cargos políticos, deben presentar al asumir el cargo, ante el Escribano Mayor de Gobierno una declaración jurada patrimonial de sus bienes y de los bienes gananciales de su cónyuge.                    Esta declaración es de carácter confidencial y secreto, solo podrá ser abierta por orden de un juez competente.

El personal jeràrquico de la Policìa de la Provincia, tiene colocada en Internet, en el sitio correspondiente al organismo de seguridad, las declaraciones juradas patrimoniales, no en la extensiòn del sistema nacional, con informaciòn que no està actualizada.

Algunas referencias internacionales en perspectiva comparada

Republica Federativa de Brasil

La Ley Nº 8730/93, establece que el poder Ejecutivo, Legislativo y Judiciales encuentran obligados a la presentación de la Declaración jurada ante el organismo del que dependen. Se debe enviar una copia al Tribunal de Cuentas encargado de mantener el registro del patrimonio privado de las autoridades publicas, de publicar datos y elementos constantes de declaraciones en el Boletín Oficial y de dar las instrucciones sobre los formularios y los plazos de presentación.

Las penas y sanciones ante la omisión de la presentación y la falsa información están determinadas por la Ley Nº 8429/92. 

Por otra parte, el Decreto 5.483 establece que las declaración debe ser presentada  al asumir el cargo, anualmente y al cese del mismo; y  los bienes que deben declararse.

 Dicho decreto instituye un procedimiento de investigación de 30 días, en los casos que surjan incompatibilidades entre lo declarado por el agente y la evolución efectiva del su patrimonio, que culmina con la presentación de un informe al Ministerio Federal y al Tribunal de Cuentas, entre otras instituciones de contralor.

República de Chile

El Decreto con fuerza de Ley Nº 1, art. 18 y el Decreto con fuerza de Ley Nº 7, art. 41 y la Ley Nº 18.840 establecían  un alcance limitado de las declaraciones juradas, debido a que se aplicaban a ciertas funciones públicos en determinados organismos. El régimen adquiría caracteres propios en cada organismo coincidiendo en su presentación la que debe hacerse antes de asumir el cargo.  

Se cuanta con un sistema informatizado para las Declaraciones de Intereses que permite llevar un control sobre las mismas. Se encuentran obligados un grupo mas amplio de funcionarios a su presentación y las presentadas por los Senadores y Diputados serán reservadas y se actualizan al iniciarse el periodo legislativo.

Ambas declaraciones se presentan por triplicado
, serán publicas y se actualizan cada 4 años o cuando ocurra un hecho relevante que las modifique.

Con la sanción de la Ley Nº 20.088/05
 se establece como obligados la presentación de la declaración jurada de bienes para todos las autoridades que ejercen una función publica, de esta manera quedan obligados a dicha presentación los altos funcionarios, incluyendo al presidente de la República. También determina que la presentación se realizara al asumir el cargo, con actualización cada cuatro años y ante  nombramiento de nuevos cargos, como así también al concluir sus funciones.

Otro aspecto importante de dicha ley es que introduce el delito por enriquecimiento ilícito, castigado con multa e inhabilitación absoluta temporal para el ejercicio de cargos públicos.

El decreto reglamentario de la Ley 20.088/05 indica los bienes que se deben declarar y contempla una enunciación del pasivo, si es superior a cien unidades tributarias mensuales

Estados Unidos de América

La Ley de Ética en el Gobierno de 1978
 y su reforma de 1989 regulan la presentación de las Declaraciones Juradas de Intereses Financieros, las que son utilizadas para detectar y prevenir conflictos de intereses, pero no para detectar casos de enriquecimiento. Si bien se solicita la declaración de los bienes que posee el funcionarios, esta información es utilizada únicamente para controlar posibles conflictos de intereses, como a continuación  se ejemplifica:

“Una Subsecretaria del Departamento del Interior tiene una propiedad de campo que limita con tierras a las que se les está considerando anexar a un parque nacional. Su anexión aumentaría directa y predeciblemente el valor de su propiedad de campo y, por lo tanto, a ella se le descalifica de participar de manera alguna en las deliberaciones o decisiones que el Departamento tome sobre la anexión. Debido a que es responsable de determinar con que materias trabaja, ella puede cumplir con su descalificación meramente asegurándose de que ella no participa en la materia. Sin embargo, debido al nivel de su cargo, la Subsecretaria haría bien en hacer constar que ella ha actuado como corresponde, proporcionándole una declaración escrita de descalificación a un oficial superior y proporcionándole a sus subalternos una notificación por escrito de su descalificación para asegurar que ellos no le consulten ni discutan con ella asuntos relativos a la anexión”

Se encuentran obligados a su presentación los miembros del poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial. Las declaraciones de funcionarios de rangos superiores son publicas, controladas por la agencia que lo emplea y por la Oficina de Ética del Gobierno. Las presentadas por los empleados de línea de gobierno son reservadas.

Las declaraciones se presentan al asumir un cargo, anualmente y al cese del mismo salvo que hubiera trabajado menos de 60 días o cambie de puesto. Estas son archivadas en la agencia, el tribunal o la entidad legislativa que emplea al obligado, salvo las del Presidente y Vicepresidente que son archivadas en la Comisión Electoral Federal. 

México

La ley Federal de Responsabilidades Administrativas de marzo de 2002 regula el sistema de Declaraciones de Situación Patrimonial
. Las declaraciones se presentan al asumir el cargo, ante el cese del mismo y anualmente
, ante la Secretaria de la Función Publica
, quien podrá iniciar investigaciones o auditoria para verificar la evolución patrimonial hasta tres años después del cese en el cargo publico del declarante. La información contenida en las mismas es en principio secreta y su publicación se hará con la especifica y previa autorización del declarante.

El nuevo sistema informatizado de declaraciones juradas de Funcionarios Públicos.

Introducción. Marco Normativo de la Oficina Anticorrupción

La ley Nº 25.233 del 10 de Diciembre de 1999 crea la Oficina Anticorrupción “encargada de velar por la prevención e investigación de aquellas conductas que dentro del ámbito fijado por esta reglamentación se consideren comprendidas en la Convención Interamericana contra la Corrupción aprobada por Ley Nº 24.759”
. La cual actúa en el ámbito de la Administración Publica Nacional centralizada y descentralizada, empresas, sociedades y todo otro ente publico o privado con participación estatal o que tenga como principal fuente de recursos el aporte estatal. 

La resolución Nº 17 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos confiere a la OA las facultades de autoridad de aplicación y al Fiscal de Control la de dictar las resoluciones y dictámenes necesarios para la ejecución de la Ley de Ética Pública; facultades previamente conferidas a dicho ministerio por del decreto 164/99
.

La Resolución del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos 1000/2000 establece el nuevo procedimiento de presentación de Declaraciones Juradas ”determina que la totalidad de las declaraciones deben ser remitidas a la Oficina Anticorrupción a través de Internet, mientras que se reciben en la OA  solo los sobres de las declaraciones pertenecientes a los funcionarios de nivel superior. Los sobres conteniendo las declaraciones juradas del resto de los funcionarios permanecen en sus respectivos organismos, donde pueden ser consultadas por los particulares”
.


Limitaciones y Obstáculo del sistema anterior. Decreto Nº 41/99

El sistema instaurado por este decreto no cumplió con su objetivo de control ciudadano, dado que el tramite para solicitar las declaraciones era muy complejo, ni con el de detención de enriquecimiento ilícito y/o conflicto de intereses de funcionarios. En este ultimo al realizarse un control  manual  de las declaraciones presentadas  dificultaba  el análisis de los datos de miles de declaraciones
.
Los formularios-tipos eran complejos y extenso lo que producía  rechazo por parte de los funcionarios a su revisión, con la consecuente generación de errores formales;  un alto costo de impresión y envió; y la necesidad de espacio físico para archivar la gran cantidad de declaraciones que se recibían anualmente.

No se llevaba control sobre los cambios acontecidos ni un registro ordenado y fehaciente de altas y bajas.

Alternativas evaluadas para resolver los problemas del sistema anterior y avanzar hacia el nuevo sistema

Dado los inconvenientes descriptos anteriormente la Oficina Anticorrupción decidió realizar un relevamiento y diagnostico sobre el sistema. Así surgieron las siguientes alternativas:

· Conservar el sistema recibido y realizarles pequeñas modificaciones, pero esta solución  no resolvía muchos de los problemas planteados.

· Perfeccionar el sistema de manera que sea mas sencillo y capacitar al personal para su llenado, pero al igual que el anterior seguí sin resolver varios problemas.

· Informatización del sistema con revisiones automatizadas de los aspectos formales y que oriente a los analistas sobre controles sustantivos a realizar.

La solución adoptada

Para la Informatización total del sistema se verificaron las capacidades informáticas de la OA y  del resto de la administración publica; se analizaron sistemas semejantes utilizados en el país
 y en otros países; y se realizaron consultas con distintas direcciones de recursos humanos de la Administración Pública.

Características del nuevo sistema de declaraciones juradas

Las áreas de Recursos Humanos de cada organismo de la Administración Publica Nacional es la encargada de determinar quienes están obligados
 a la presentación de las declaraciones y de hacer cumplir dicha obligación, de retener las declaraciones salvo las de funcionarios de alta categoría que se remitan a la OA
.

La OA es la encargada de detectar posibles casos de enriquecimiento ilícito, conflictos de intereses y/o incompatibilidades. “También es la responsable de fijar los periodos anuales de presentación de declaraciones y de establecer los mecanismos de comunicación e intercambio de información con Recursos Humanos de cada organismo, de modo que estos últimos puedan hacer cumplir las obligaciones a cada funcionario”.

Principales componentes informáticos del nuevo sistema

La OA prepara un base de datos
 de los obligados a presentar la DDJJ  denominada “Universo de Obligados”, con la información brindado por los departamentos de Recursos Humanos de cada Organismos de la Administración Publica Nacional. 

El aplicativo de carga posee controles internos que imposibilitan la omisión de datos obligatorios y brinda una impresión en papel del formulario público y del anexo reservado
 de la declaración.

Se diseñó un sitio de Internet
 para que la OA reciba un archivo encriptado de las DDJJ que los funcionarios confeccionan con el aplicativo
. Este devuelve una constancia de transmisión electrónica que debe ser presentada junto con las impresiones de la DDJJ ante la oficina de Recursos Humanos del organismo al que pertenece el funcionario. El sitio también permite a la ciudadanía realizar pedidos de consulta sobre las declaraciones a través de un formulario on-line.

 En el sitio web de la OA
 se publican un listados de los funcionarios que presentaron y los que presentaron la DDJJ

Las Claves del Éxito

 Claves del éxito del nuevo sistema:

· Relevamiento previo sobre los aspectos legales e informáticos 

· Planificación previa del proyecto

· Capacitación intensa del personal que administra el sistema y de los funcionarios obligados.

Próximas etapas

Se prevé que la transmisión de información entre la OA y los departamentos de Recursos Humanos se realizara por correo electrónico.

Con el objetivo de obtener un control mas eficaz y efectivo “se está trabajando en mecanismos que permitan realizar cruces entre la base de declaraciones juradas y otras fuentes de información disponibles, como por ejemplo los registros públicos de inmuebles y de automotores, entre otras”.

La actividad de la Unidad de Declaraciones Juradas

El fundamento teórico de los controles efectuados por la OA y la explicación de porque se cree que tendrán un efecto sobre el funcionario y la disminución de la corrupción se puede vincular con los principales actividades de control de la OA a continuación descriptas.

El control del enriquecimiento 

Enfoque de Gary Becker
 identifica las factores que reducen el incentivo para que el funcionario actué deshonestamente y explica como operan en un sistema de declaraciones juradas abiertas y de contenido publico
.

El control de conflictos de intereses e incompatibilidades

El control de conflictos de intereses e incompatibilidades posibilita descartar para cargos públicos a las personas cuya posibilidad de incurrir en una irregularidad sea alta, también permiten determinar la acumulación de cargos que implique insuficiente dedicación del funcionario o la percepción ilegal de múltiples sueldos públicos.

El sistema de declaraciones juradas proporciona varias herramientas para prevenir las incompatibilidades y conflictos de intereses
.

Los controles realizados a las declaraciones Juradas

Esquema sintético

1. Control en el momento en que ingresan a la unidad los sobres conteniendo declaraciones juradas (DDJJ).

2. Control del contenido (2 en todos los casos)

2.1. Formal

2.2. Sustantivo

2.2.1. Si no se detectan irregularidades á Archivo

2.2.2. Si surgen posibles Incompatibilidades, conflicto de intereses o acumulación de cargos: Nuevo control. Discusión interna del tema

2.2.2.1. Pedido de explicaciones y/o información adicional

2.2.2.1.1. Si queda aclarado á Archivo de la DJ

2.2.2.1.2. Caso contrario á a DPPT

2.2.3. Si surge posible enriquecimiento: Nuevo control (incluye comparación con DDJJ anteriores)

2.2.3.1. Si no resulta á Archivo DJ

2.2.3.2. Caso contrario á a Dirección de Investigaciones

3. Cotejo de DDJJ con DDJJ años anteriores.

4. Control cumplimiento presentaciones por parte de los obligados informados (control por organismo)

4.1. Si hay incumplidores á Verificar intimaciones

4.1.1. Si se recibieron intimaciones

4.1.1.1. Si son correctas á a la Dirección de Investigaciones

para la denuncia penal

4.1.1.2. Si estén mal cursadas á reclamo de nueva

4.1.2. Si no se recibieron á Reclamo a Recursos Humanos

5. Control de presentaciones por Alta y Baja de los niveles superiores.

6. Cruce de la información provista por los organismos con la publicada en el Boletín Oficial y en las respectivas paginas web, acerca de los funcionarios que ocupan los cargos que deben presentar declaración jurada.

7. Control de “organismos nuevos” u organismos que se consideraron no alcanzados.

Declaraciones juradas e investigación en caso de corrupción

El enriquecimiento ilícito no es muy difundido, si bien en Sudamérica se han impuesto, en la cultura jurídica anglosajona es nula su aceptación.

En Argentina desde 1964 se incluye en el código penal el delito del enriquecimiento ilícito y para su investigación se obtiene información de las declaraciones juradas que debe ser confrontada
 con la que se obtiene de otras fuentes ( Registros públicos, privados, etc.). De esta manera se puede determinar tanto la existencia de enriquecimiento ilícito como la omisión maliciosa en la misma. 

La OA para realizar las investigaciones cuenta con un equipo multidisciplinario; posee la facultad de requerir informes a cualquier organismo, solicitar la colaboración de la policía, requerir dictámenes periciales y la colaboración de los expertos que sea necesaria, etc.; y ha realizado convenios y contactos con registros públicos y privados que permiten el acceso directo a bases de datos informatizadas y el establecimiento de circuitos fluidos de comunicación con aquellos que no tienen digitalizadas sus bases
.

El código Penal Argentino prevé dos delitos relacionados con las declaraciones juradas, uno por incumplimiento malicioso con la presentación cuando son fehacientemente intimados,  y otro cuando se falsea y/o omite algún dato
.

“En suma, para que cualquier sistema de declaraciones juradas pueda ser operativo a los fines de la transparencia y control de la corrupción, debe ser administrado por un organismo que posea las cualidades, recursos y facultades necesarios para interpretar los datos incorporados y actuar en consecuencia”. 

Algunas observaciones generales sobre el sistema de prevenciòn de casos de enriquecimiento ilìcito

El sistema cumple con dos fines: uno investigativo y otro preventivo.

En cuanto al primero, la DDJJ sirven para controlar la evolución patrimonial de los funcionarios en la búsqueda de posibles casos de enriquecimiento ilícito y conflictos de intereses.

Con relación a los fines preventivos, el sistema responde a las pautas orientadoras del capítulo III de la CICC trascripto precedentemente.

Respecto del Enriquecimiento Ilícito, su carácter de figura delictual pasible de sanción penal resulta una herramienta de utilidad en la lucha contra la corrupción, esencialmente como disuasivo.

La preocupación por que algunos funcionarios incrementaran su fortuna en pocos años a partir de la asunción a sus cargos y la dificultad de comprobar la ilicitud de la procedencia de tal incremento patrimonial, inspiró diversos proyectos legislativos. El “Proyecto Peco” de 1941, ubicó el tema del enriquecimiento ilícito en el principio del Título Tercero “Delitos contra la administración, en el Capítulo 1 “Delitos contra los deberes de la función pública”, como artículos 323 y 324. El Proyecto de 1960 lo incorpora en el art. 346 bajo la denominación “Enriquecimiento ilícito”; dos de sus cuatro incisos describen la conducta reprimida por nuestro actual art. 268
. 

Por su parte, por la reforma constitucional de 1994 se consideró el enriquecimiento ilícito como un delito grave y doloso que atenta directamente contra el estado democrático, que conlleva la inhabilitación para ocupar cargos o empleos públicos  mientras que la CICC en su artículo IX dispone que los estados Partes que no lo hayan hecho aún, adoptarán las medidas necesarias “para tipificar en su legislación como delito, el incremento del patrimonio de un funcionario público con significativo exceso respecto de sus ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones y que no puedan ser razonablemente justificados por él…” 

Luego la Ley 25.188 de 1999 reformó el texto del 268 e incorporó como norma la Omisión Maliciosa de Presentar una Declaración Jurada.

El bien jurídico protegido es el interés por prevenir la corruptela consistente en que, quien desempeña un cargo o un empleo público, persiga un incremento patrimonial usando esa tarea como medio para lograrlo; la acción típica es la conducta consistente en incrementar el patrimonio sacándole provecho a las posibilidades provenientes del desempeño de la función pública.

Con relación al régimen de Incompatibilidades y Conflicto de intereses, el mismo se encuentra regulado en el ámbito  nacional por la Ley de Ética Pública nº 25.188. 

Estos pueden entenderse como “una situación en la cual el interés particular del funcionario colisiona con los deberes y obligaciones inherentes al cargo que desempeña”

La norma nacional establece cuáles con aquellas actividades incompatibles con el ejercicio de la función pública:

“a)
dirigir, administrar, representar, patrocinar, asesorar, o, de cualquier otra forma, prestar servicios a quien gestione o tenga una concesión o sea proveedor del Estado, o realice actividades reguladas por éste, siempre que el cargo público desempeñado tenga competencia funcional directa, respecto de la  contratación, obtención, gestión o control de tales concesiones, beneficios o actividades;
“b)
ser proveedor por sí o por terceros de todo organismo del Estado en donde desempeñe sus funciones”. 
Además prohíbe la actuación en los entes o comisiones reguladoras de empresas o servicios, a aquellos funcionarios que hayan tenido intervención decisoria en la planificación, desarrollo y concreción de privatizaciones o concesiones de las mismas (art. 14). Dichas inhabilidades o incompatibilidades rigen a todos sus efectos, aunque sus causas precedan o sobrevengan al ingreso o egreso del funcionario público, durante el año inmediatamente anterior o posterior, respectivamente (art. 15) y se aplicarán sin perjuicio de las que estén determinadas en el régimen específico de cada función (art. 16). Los actos emitidos alcanzados por los supuestos de incompatibilidad o conflicto de intereses, serán nulos de nulidad absoluta, sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe (art. 17)

 Cuando aparecen algunas de las situaciones descritas al momento de la designación, como condición previa a la asunción del cargo, el funcionario deberá renunciar a esas actividades por fuera de la función pública que los colocaran en una situación de incompatibilidad y además deberá abstenerse de intervenir en aquellas cuestiones que lo pusieran en contacto con personas o cosas relacionadas con dicha labor durante los tres años anteriores a la asunción del cargo.

La norma también prevé un Régimen de obsequios a funcionarios públicos, por el cual éstos no podrán recibir regalos o donaciones, sean de cosas, servicios o bienes, con motivo o en ocasión del desempeño de sus funciones; en el caso que sean de cortesía o de costumbre diplomática, deberán registrarse y ver en qué casos y cómo serán incorporados al patrimonio del Estado, para ser destinados a fines de salud, acción social y educación o al patrimonio histórico- cultural si correspondiere (art. 18).

Por último, se establecen los elementos legales que sirven para encuadrar la situación de conflicto de intereses: el primer elemento es la presentación de DDJJ, en los tres momentos que fija la norma para el funcionario obligado: al asumir, o alta; cuando abandona la función pública o baja; y en las renovaciones anuales.

El segundo elemento consiste en el análisis y seguimiento de las DDJJ. Allí, si la situación implica un posible conflicto de interés, tomará intervención la Dirección de Planificación de Políticas de Transparencia de la OA. Si se está en presencia de un posible delito (enriquecimiento ilícito u omisión maliciosa de datos, falseamiento o incumplimiento en la presentación), toma intervención la Dirección de Investigaciones de la OA.

Es muy común a nivel provincial la existencia de normas en materia de presentaciòn de declaraciones juradas  de bienes e intereses, poco modernas, incluidas como “Registro de Declaraciones Juradas Patrimoniales del Personal de la Administración Pública” haciéndola depender del Poder Ejecutivo, por lo general de la Contaduría General de la Provincia, con la responsabilidad de la inscripción, custodia y contralor de las Declaraciones Juradas impuestas legislativamente.

Para una aproximación comparativa al sistema de declaraciones juradas, puede observarse el siguiente cuadro:

	
	Sistemas provinciales
	Sistema Nacional

	Alcance institucional
	Poder Ejecutivo y Poder Legislativo
	Todos los poderes del Estado.

	Alcance personal
	Cónyuge e hijos menores
	Declarante, cónyuge, sociedad conyugal, conviviente, sociedad de hecho, hijos menores

	Apercibimientos y sanciones por no presentación 
	Suspensión, cesantía o inhabilitación.

Retención de haberes
	Falta grave.

Delito penalmente perseguible. Publicidad.

	Apercibimientos y sanciones por falsedad 
	Suspensión, cesantía o inhabilitación.
	Delito penalmente perseguible. Falta grave. Publicidad

	Actualización
	Sólo en caso de modificación sustancial del patrimonio.
	Anualmente.

Dentro de los 30 días de finalizar en el cargo.

	Informatización
	No se prevé.
	Sistema simplificado

	Publicidad
	Sobre lacrado y secreto. Sólo puede ser abierto por investigaciones por enriquecimiento ilícito, a pedido del propio interesado o por orden judicial.
	Amplia publicidad.

	Contenido
	Bienes, fecha de adquisición, costo de origen, rentas y deudas.
	

	Otros
	No se prevé publicidad de incumplidores
	Publicidad de los incumplidores


Por lo general la obligaciòn de presentar las declaraciones juradas es dentro de los 30 días de asumir en el cargo, pero no se impone similar obligación una vez cesado en el mismo.

Es dable advertir que, el excesivo celo puesto en garantizar el secreto de las declaraciones juradas sumado al temor de poder incurrir en alguna de las conductas pasibles de sanción contenidas en la norma así como la precariedad del sistema y su falta de informatización, ha limitado la obtención de ciertos datos, particularmente cuantitativos. 

Un dato comùn a casi todas las legislaciones provinciales es que la totalidad de las DDJJ se reciben en soporte papel, específicamente en sobres cerrados y lacrados, los cuales son reservados por el ente aún después que el obligado cese en sus funciones. Tales declaraciones revisten el carácter de secreto y sólo son abiertas a requerimiento de la Justicia;  por investigación ordenada por el Poder Ejecutivo o , en tercer lugar a solicitud del interesado o sus derechohabientes, en éste último caso, con intervención del Escribano Mayor que verifique el acto.

La violación del secreto de las declaraciones juradas se sancionará con la exoneración  del agente incurso en dicha falta, más allá de las responsabilidades penales que le pudieren corresponder. No existen antecedentes de violación del secreto de las DDJJ.

Las normas prevén también la aplicación de sanciones por incumplimiento al deber de presentar DDJJ; tal disposición no se encuentra reglamentada, aunque la norma lo contempla razón por la cual, en la práctica, no se ha sancionado a ningún obligado por tal incumplimiento.

Las investigaciones por presunto enriquecimiento ilícito de un funcionario de cualquiera , sólo pueden iniciarse a pedido del poder Ejecutivo y en caso de denuncia. Cualquier persona legalmente capaz  podrá interponer su denuncia ante el Poder Ejecutivo, sus Ministerios, el Poder Legislativo o el Judicial. La oficina responsable de la custodia, como ente a cargo del archivo de las declaraciones recibidas, por lo general no ha procedido a la apertura de un sobre de DDJJ como consecuencia de alguna investigación por la presunta comisión del referido ilícito. 

Incompatibilidades y Conflicto de intereses .Régimen de obsequios a funcionarios públicos

Las normas provinciales reglamentan que la acumulación de dos o más empleos en una sola persona, aunque uno sea de la Provincia y el otro de la Nación o Municipios, con excepción de los cargos docentes, ya se encuentra regulada en las constituciónes provinciales garantizando la incompatibilidad de cargos públicos.

La normativa por lo general contempla  la incompatibilidad absoluta con el asesoramiento, representación, patrocinio o contratación de servicios con personas físicas o jurídicas en asuntos judiciales, extrajudiciales o administrativos en los que la provincia sea parte o tenga interés . Esto, resultaría lo más próximo a un régimen de Conflicto de Intereses, pero alcanza únicamente al personal de la administración pública provincial, es decir se excluyen los agentes de los órganos descentralizados o empresas del Estado y a los funcionarios políticos o de gabinete.

Por otro lado en las provincias y municipios no existe normativa que incorpore pautas éticas sistematizadas en un código de ética o de conducta aplicable a funcionarios públicos en el ejercicio de las funciones desarrolladas , especialmente que regule su vinculación con proveedores, contratistas y agentes que contraten la adquisición de bienes y/o servicios. 

Podemos sintetizar algunas conclusiones a escala de las administraciones pùblicas provinciales:

· En general, las normativas provinciales existente en materia de transparencia y ética pública  resulta insuficiente y se encuentra desactualizada para la prevención y/o control de actos de corrupción.

· En materia de Declaraciones Juradas, el sistema vigente no permite la detección e investigación de presuntos ilícitos de corrupción ni la identificación de incompatibilidades y conflictos de intereses. Tampoco permite la generación y/o implementación de políticas preventivas.

· El carácter secreto de las DDJJ, veda toda posibilidad de verificación de datos por parte de los organismos de contralor y se presenta como el mayor obstáculo para su actuación. No es posible verificar la efectiva presentación de la Declaración ni seguir la evolución patrimonial de los obligados durante el lapso de desempeño de funciones; tampoco resulta útil a a los fines de la evaluación de conflictos de intereses.

· El diseño instrumentado por la norma, no permite  detectar en forma temprana posibles inconsistencias entre las variaciones patrimoniales del funcionario y su nivel de ingreso. No prevé un sistema de publicidad ni permite el ejercicio de control social de las DDJJ.

· La norma no contempla la actualización periódica de las DDJJ.

· El sistema no se encuentra informatizado. No posibilita el mantenimiento de una Base de Datos de Declaraciones Juradas de Funcionarios que permita efectuar verificaciones de ninguna especie. No existen mecanismos de cruzamiento de datos con otros organismos ni pueden homogenizarse diferentes sistemas para cruzar y analizar la información.

· No existe un esquema de control consistente ni aparece factible un seguimiento del universo de obligados. No se ha verificado el efectivo control de incumplidores de la norma. 

· No se extiende la obligación de  presentar DDJJ a asesores, contratados y otros agentes no vinculados por mecanismos estatutarios.

· La norma no prevé la retención automática de haberes a quienes incumplen la obligación de presentar DDJJ

· No está establecido la obligación de presentar una declaración al cesar en funciones.

· En materia de Conflictos de Intereses: las normas vigentes comprende únicamente a los agentes de la Administración Central; en numerosos jurisdicciones provinciales quedan excluidos los órganos descentralizados y las empresas del Estado. 

· No existe un régimen para funcionarios políticos o de gabinete, asesores, contratados y otros agentes no vinculados por mecanismos estatutarios.

· No se encuentra regulado ningún règimen que establezca las caracterìsticas y lìmites en materia de obsequios a funcionarios pùblicos

· No existe un mecanismo adecuado de restricciones para quienes dejan de desempeñar un cargo público  ni períodos de carencia o restricciones post empleo público, o prohibiciones de contratar con el Estado en tal etapa de carencia.

· La norma vigente no  regula el deber de excusación de los funcionarios y legisladores, vinculándolo con el acceso al cargo y las eventuales incompatibilidades.

· No se prevé la posibilidad de publicar en internet los eventuales expedientes para evaluar potenciales conflictos de intereses. 

· No existen institucionalizados mecanismos de evaluación de la eventual existencia de conflictos de intereses, previos a la designación de un funcionario. No existen tampoco, mecanismos de consulta a la ciudadanía en forma previa a la designación de funcionarios políticos.

· No existen normas prohibitivas sobre el uso posterior de información receptada durante el ejercicio de la función pública.

Vulnerabilidades:

· El carácter secreto de las DDJJ. 

· No hay listado de obligados, cumplidores e incumplidores. 

· La norma no contempla la actualización periódica de las DDJJ, no prevé la obligación de presentar una declaración al cesar las funciones. No se verifica la efectiva presentación de las mismas, por lo tanto, no permite detectar en forma temprana posibles inconsistencias entre las variaciones patrimoniales del funcionario y su nivel de ingreso.
 
· El sistema no se encuentra informatizado. 

Comentarios finales: Un capìtulo que deberìa incorporarse en materia de prevención de actos de enriquecimiento ilìcito

Analizada las distintas variantes aplicadas, esencialmente en nuestro paìs, para evitar o prevenir el enriquecimiento ilìcito o la misma detección temprana de posibles conflictos de intereses, queda reconocido que el sistema vigente presenta muchos adelantos en el orden nacional respecto a los ordenes provinciales y/o municipales.

Ese adelanto no sòlo es tecnològico, en el sentido de la utilizaciòn de aplicaciones informatizadas para tratar la informaciòn incluìdas en la presentaciòn de las declaraciones juradas de los funcionarios obligados, sino sobre todo por el sistema de seguimiento de las evoluciones patrimoniales involucradas y por lo que significa, como mecanismo de prevenciòn el hecho de tener que informar periòdicamente, mientras dure el ejercicio de las funciones pùblicas, de los cambios en los bienes y deudas de los declarantes.

Otra innovaciòn importante del sistema argentino nacional, es el hecho de la posibilidad de parte de la ciudadanìa de acceder, previa identificaciòn del solicitante y motivos de la misma, a la informaciòn pùblica de las declaraciones juradas de funcionarios. Esto significa que existe una parte de las declaraciones que es reservada o de no acceso al pùblico, informaciòn que solamente acceden la propia Oficina Anticorrupciòn del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y que ante pedido de juez competente puede ser entregada. Cabe aclarar que el sistema de registro y seguimiento informàtico vigente alcanza a los funcionarios del Poder Ejecutivo nacional, pues los integrantes del Poder Legislativo entregan las declaraciones juradas de los diputados y senadores nacionales y personal jeràrquico de ambas cámaras, a las propias autoridades administrativas, quien actùa como custodio de la información patrimonial, y no están alcanzados por el sistema de seguimiento informàtico explicitado anteriormente. Situaciòn similar acontece con los integrantes del Poder Judicial, jueces, magistrados y funcionarios alcanzados por la norma vigente, siendo la Secretarìa de la Corte Suprema la depositaria de sus declaraciones.

Es notoria la diferencia entre los sistemas imperantes en la gran mayorìa de las Provincias Argentinas, y de los Municipios más importantes, en los tres poderes, Ejecutivo, Legislativo y Judicial, con respecto al sistema vigente para los funcionarios obligados del Poder Ejecutivo Nacional. En muchas de aquellas todavìa funciona la presentaciòn, en sobre cerrado y no verificado por nadie, de las declaraciones juradas de los funcionarios obligados al momento de su incorporaciòn como personal de conducciòn de la Administración Pública, tanto centralizada como descentralizada. Esos sobres cerrados solamente pueden ser entregados para su revisiòn en casos especìficos solicitados por autoridad judicial competente. No se conocen muchos casos en donde esa situaciòn haya pasado. Obviamente esas declaraciones no se actualizan periòdicamente, en forma anual, ni están sometidas a algún sistema informático que permita actuar en forma preventiva ante eventuales crecimiento patrimoniales no debidamente justificados.

Complementariamente a lo antedicho, surgen en determinadas áreas o en determinadas acciones gubernamentales, la necesidad de establecer algun mecanismo de seguimiento especìfico, para coadyuvar al sistema actual en la Administración Pública nacional y que configure todo un sistema de verdadera prevenciòn de la comisiòn de enriquecimientos ilìcitos en ejercicio del poder pùblico. Porque el sistema de Declaraciones Juradas es un mecanismos real de prevenciòn, pero no es completo frente a determinadas actividades pùblicas que requerirìan un seguimiento casi “on line”, para evitar las sorpresas que, a veces por otros procedimientos (tales como causas de evasiòn fiscal que terminan en causas de cohecho o de enriquecimiento ilìcitos) y casi de casualidad permiten la detección temprana de acciones de cohecho. Estamos haciendo referencia en primer término a las casos de contrataciones pùblicas directas en forma “excepcional”, por razones de urgencia u otras causas, se “salteen” los procedimientos reglados de contrataciones a través de los sistemas de licitaciones públicas. Esas compras y/o contrataciones excepcionales, requieren entonces de un seguimiento también excepcional, y que involucren a todas las áreas intervinientes, sean las contratistas, como las vinculadas a las verificaciones o constataciones, ente u organización pùblica beneficiaria y que a todos los funcionarios que participen, directa o indirectamente sean sometidos a un seguimiento particular, sean en sus movimientos patrimoniales como de acceso u incorporación posterior en las empresas contratistas beneficiarias de las adjudicaciones directas.

Existe una segunda forma particular que requiere de este seguimiento excepcional y “on line” (en el sentido de realizarse a medida que los hechos se van sucediendo) y que es el referido a las ampliaciones en los contratos de obra adjudicados a través de los procedimientos normales de licitación. La ampliación de obra o la aprobación de adicionales no contemplados en el pliego de bases y condiciones, lleva implícita una serie de relaciones entre el Estado, sus organismos y funcionarios, y las empresas privadas.

En muchos casos las ampliaciones de obra y/o adicionales especiales, encubren déficit en los presupuestos originales que los contratistas fijan como para ganar las licitaciones, y luego durante el avance de las mismas, con esos adicionales o ampliaciones “cubren”  holgadamente su ecuación económica, permitiéndoles la obtención de ganancias también especiales. Este punto hace muy “sensible” a aquellos funcionarios que autorizan, aprueban, certifican, inspeccionan las obras, pues ellos son el vehìculo de la obtención de ganancias que, de otra forma las empresas no obtendrìan. Sobre todos esos funcionarios, entonces, deberìa ejercitarse y aplicarse un control y seguimiento particular en su situación patrimonial, para prevenir acciones de cohecho o similares. No se debe esperar el tèrmino de un año como para que los funcionarios, políticos o jeràrquicos, presenten sus declaraciones juradas, “lavando” en cierta manera esos eventuales crecimientos patrimoniales al tener tiempo suficiente como para exponer de una manera determinada y que el sistema informàtico no pueda detectar.

ANEXO

SISTEMA DE DECLARACIONES JURADAS DE FUNCIONARIOS EN LA REPUBLICA ARGENTINA

Normativa actual 


	CUADRO COMPARATIVO DECLARACIÓN JURADA SEGÚN RESOLUCIÓN 1000/200 Y RESOLUCIÓN 193/20007
	CUADRO COMPARATIVO DECLARACIÓN JURADA SEGÚN MANUAL DEL USUARIO DEL APLICATIVO OANET

	RESOLUCIÓN 1000/2000
	RESOLUCIÓN 193/20007
	RESOLUCIÓN 1000/2000
	RESOLUCIÓN 193/20007

	1.  Datos personales:

· Documento. Tipo

· Numero

· Cuit/Cuil

· Apellido y Nombre

· Fecha Nacimiento

· Sexo

· Estado Civil

· Ingreso a la APN

· Jurisdicción 

· Secretaria

· Subsecretaria

· Organismo

· Cargo

· Organismo. Origen


	IDEM


	1.  Datos personales

· Numero Documento

· Tipo Documento 

· Numero

· Cuit/Cuil

· Apellido 

· Nombre

· Nacido el (DD/MM/AAAA)

· Sexo (F/M)

· Estado Civil 

·  Fecha Ing. a la Administración  Publica (DD/MM/AAAA)

·  Estudio Cursado 

        (indique el máximo nivel alcanzado o Titulo  obtenido).

· Se ha acogido a algún régimen de retiro voluntario en   el  ámbito del Estado Nacional (S/N)?  

       (Dentro de los cinco años anteriores a su designación)

· Jurisdicción  

· Secretaria

· Subsecretaria

· Organismo

· Cargo o Función

· Organismo de  Origen

       (en caso de comisiones o adscripciones)
	  IDEM



	1.1 Retiro voluntario:

Dentro de los cinco años anteriores a la fecha de su designación , ¿Se ha acogido a algún régimen de retiro voluntario en el ámbito del Estado Nacional?
	IDEM


	1.2. Antecedentes laborales y otras actividades actuales:

¿ Realiza o realizo en los 3 años anteriores a la fecha  de su designación, alguna actividad, remunerada o no, en forma independiente o dirigió, administró, representó, patrocinó, asesoró o de cualquier otra forma, prestó servicio para alguna empresa, organismo o entidad, pública o privada ? 

Opciones  

 Si __    No __ 

Datos Ingresado

Actividad en sector Público   __

Actividad en sector Privado   __


	IDEM



	1.2 Estudios cursados

Indique el máximo nivel de estudios cursados o titulo obtenido.
	IDEM


	
	 1.2.1 Antecedentes laborales Sector Publico

· Antecedentes Laborales Sector Público Nº  __ ​

· Antecedentes Laborales Sector Público Ingresados

· Organismo/ Entidad

· Jurisdicción

· Ámbito 

· Cargo o Función

· Fecha de Ingreso:  Mes __   Año __ 

· Continua con la Actividad?  Si __ No__   Fecha  cese   Mes __   Año __ 

· Goza de Licencia?  Si __ No__   Fecha  inicio licencia   Mes __   Año __ 

· Dedicación Horas__________ ( Horas Semanales)

-  Pregunta (1)    Si __ No__

-  Referencias (1)
La empresa, organismo, entidad o Ud. personalmente, ¿ es o ha sido en los últimos tres años, proveedor, contratista, concesionario, beneficiario o sujeto controlado o regulado por la jurisdicción u organismo donde se desempeña/ó? 



	2. Antecedentes laborales y actividades actuales:

¿ Realiza o realizo en los 3 años anteriores (a la fecha  de su designación ) ( al 31/12 del año correspondiente a esta actualización) ( a la fecha de su cese), alguna actividad, remunerada o no, en forma independiente o dirigió, administro, represento, patrocino, asesoro o de cualquier otra forma, presto servicio para alguna empresa, organismo o entidad, publica o privada ? 


	2. Antecedentes laborales y actividades actuales:

¿Realiza o realizo en los 3 años anteriores (a la fecha  de su designación ) alguna actividad, remunerada o no en forma independiente o dirigió, administro, represento, patrocino, asesoro o de cualquier otra forma, presto servicio para alguna empresa, organismo o entidad, publica o privada ? 


	
	 1.2.2 Antecedentes laborales Sector Privado

· Antecedentes Laborales Sector Privado Nº  __ ​

· Antecedentes Laborales Sector Privado Ingresados

· Empresa o Firma

· Actividad Principal

· Cargo o Función

· Fecha de Ingreso:  Mes __   Año __ (o comienzo  de la actividad) 
· Continua con la Actividad?  (o ha suspendido la actividad)    Si __ No__    Fecha  cese   Mes __   Año ____

· Goza de Licencia?  Si __ No__   Fecha  inicio licencia   Mes __   Año __ 

· Dedicación Horas__________ ( Horas Semanales)

-  Pregunta (1)    Si __  No__

· Referencias (1)
La empresa, organismo, entidad o Ud. personalmente, ¿ es o ha sido en los últimos tres años, proveedor, contratista, concesionario, beneficiario o sujeto controlado o regulado por la jurisdicción u organismo donde se desempeña/ó? 



	2.1 Antecedentes laborales 

(Actividad terminada dentro de los últimos  tres años anteriores (a la fecha  de su designación ) ( al 31/12 del año correspondiente a esta actualización) ( a la fecha de su cese))
· Empresa, Organismo, Entidad, Etc.

· Actividad de la Empresa, etc./Ámbito

· Cargo o Función

· Desde

· Hasta

· (4)

(4) La empresa, organismo, entidad o Ud. personalmente, ¿ es o ha sido en los últimos tres años, proveedor, contratista, concesionario, beneficiario o sujeto controlado o regulado por la jurisdicción u organismo donde se desempeña/ó? 
	2.1 Antecedentes laborales
(Actividad terminada dentro de los últimos  tres años anteriores a la fecha  de su designación.)

· Empresa, Organismo, Entidad, Etc.

· Actividad de la Empresa, etc./Ámbito

· Cargo o Función

· Desde

· Hasta

· (4)

(4) La empresa, organismo, entidad o Ud. personalmente, ¿ es o ha sido en los últimos tres años, proveedor, contratista, concesionario, beneficiario o sujeto controlado o regulado por la jurisdicción u organismo donde se desempeña/ó? 


	2. Bienes Personales

1  Bienes muebles 

2  Bienes Inmuebles 

3  Tarjetas de Créditos

4  Títulos, Acciones FCI y otros valores

5  Participación en sociedades s/ cotización en bolsas

6  Depósitos en Bancos o  dinero en efectivo

 7  Ingresos por rentas, dividendos o  intereses

8  Ingreso por otros trabajos (X)
9  Deudas 

10 Acreencias

(X) 8  Ingresos por trabajo:  Al menos debe declarar el ingresos que genera la presente declaración
	3. Bienes Personales

1 Bienes muebles 

2 Bienes Inmuebles 

3 Tarjetas de Créditos

4 Títulos, Acciones FCI y otros valores

5 Participación en sociedades s/ cotización en bolsas

6 Deposito y dinero en efectivo

7 Ingresos por cargo que motiva la presentación (X) 
8 Ingreso por otros trabajos/actividades (X) 
9 Otros ingresos 

10       Ingresos por venta de inmuebles 

11       Deudas 

12       Acreencias

(X) Deberá ingresar en estos campos aun cuando se desempeñe ad honorem


	2.2 Actividades actuales:

(Distinta a las que motiva esta presentación a la fecha de  su designación ) ( al 31/12 del año correspondiente a esta actualización) ( a la fecha de su cese))

· Empresa, Organismo, Entidad, Etc.

· Actividad de la Empresa, etc./Ámbito

· Cargo o Función

· Desde

· (1)

· (2)

· (3)

· (4)

i. ¿ Goza de licencia o ha suspendido la actividad?.

ii.  Fecha a partir de la cual goza de licencia o ha suspendido la actividad.

iii. Dedicación horas / semana

La empresa, organismo, entidad o Ud. personalmente, ¿ es o ha sido en los últimos tres años, proveedor, contratista, concesionario, beneficiario o sujeto controlado o regulado por la jurisdicción u organismo donde se desempeña/ó?
	2.2 Actividades actuales:
(Distinta a las que motiva esta presentación a la fecha de  su designación )

· Empresa, Organismo, Entidad, Etc.

· Actividad de la Empresa, etc./Ámbito

· Cargo o Función

· Desde

· (1)

· (2)

· (3)

· (4)

(1)  ¿ Goza de licencia o ha suspendido la  actividad?.

(2)  Fecha a partir de la cual goza de licencia o ha  suspendido la actividad.

(3)  Dedicación horas / semana

(4)  La empresa, organismo, entidad o Ud. personalmente, ¿ es o ha sido en los últimos tres años, proveedor, contratista, concesionario, beneficiario o sujeto controlado o regulado por la jurisdicción u organismo donde se desempeña/ó?


	2.1 Bienes Muebles 

-   Bienes Muebles de

-   Bienes muebles ya Ingresados

-   Bien Mueble Nº 

-   Tipo de bien mueble 

·   Descripción del bien

·   Porcentaje sobre bien

·   Fecha de ingreso al patrimonio  (DD/MM/AAAA)

·   Origen de los fondos 

· Valor estimado 


	2.1 Bienes Muebles 

· Bienes Muebles de

· Bienes muebles ya Ingresados

· Bien Mueble Nº 

· Tipo de bien mueble 
· Descripción del bien

· Porcentaje sobre bien

· Fecha de ingreso al patrimonio (DD/MM/AAAA)
· Origen de los fondos 

Cuando los fondos tienen un origen no identificado en el listado desplegable o cuando los fondos  tienen mas de un origen, consigne “OTROS” y detállelos.

· Valor estimado 

Expresar todos los valores en pesos  sin  decimales



	3. Datos del cónyuge o conviviente e hijos menores no emancipados

· Documento

· Numero

· Apellido y Nombre

· Cuit

· Fecha de Nacimiento

· Vinculo

· Sexo


	IDEM
	2.2 Bienes Inmuebles

· Bienes Inmuebles de

· Bienes Inmuebles ya Ingresados

· Bien Inmueble Nº 

· Tipo de bien 

· Domicilio 


· Localidad 

· Provincia 
· País

· Porcentaje según titulo de compra

· Fecha de  Ingreso al Patrimonio 

   (DD/MM/AAAA)

· Modo de ingreso al patrimonio 

· Superficie

· Unidad en expresada en 

· Valor Fiscal 

· Mejoras


Recuerde la imagen: 
preserva la confidencialidad de los datos

	2.2 Bienes Inmuebles

· Bienes Inmuebles de

· Bienes Inmuebles ya Ingresados

· Bien Inmueble Nº 

· Tipo de bien 

· Domicilio 


· Barrio - zona

· Localidad 

· Provincia 
· País

· Porcentaje según titulo de compra

· Fecha de  Ingreso al Patrimonio 

   (DD/MM/AAAA)

· Modo de ingreso al patrimonio 
Cuando los fondos tienen un origen no identificado en el listado desplegable o cuando los fondos  tienen mas de un origen, consigne “OTROS” y detállelos.

· Superficie

· Unidad en expresada en 
· Valor Fiscal $ *
· Mejoras $

· Valor de Adquisición $

*Valuación establecida para el pago de Impuesto Inmobiliario/contribuciones de alumbrado, barrido y limpieza 


Recuerde la imagen: 
preserva la confidencialidad de los datos 

	4. Detalles de bienes del declarante


	4. Detalle de los bienes del declarante
	2.3 Tarjetas  Crédito

· Tarjeta crédito de

· Tarjeta crédito ya ingresadas

· Nombre de tarjeta 


· Entidad Emisora


· Numero de Tarjeta


· Cantidad de Extensiones 


 
Recuerde la imagen: 
preserva la confidencialidad de   los datos
	2.3 Tarjetas  Crédito 

· Tarjeta crédito de

· Tarjeta crédito ya ingresadas

· Nombre de tarjeta 


· Entidad Emisora 


· Numero de Tarjeta 


· Extensiones 



Recuerde la imagen: 
preserva la confidencialidad de los datos

	4.1 Bienes Muebles Registrables /Otros Bienes Muebles

· Tipo Bien

· Descripción

· Año de ingreso

· Origen fondos

· Porcentaje

· Valor estimado $


	Ídem
	2.4 Títulos, acciones, fondos comunes de inversión

· Títulos de 

· Títulos ya ingresados
· Título Nº 
· Tipo  de bien 

· Descripción

· Entidad Emisora

· Ramo o Actividad 

· Cantidad Acciones, Cuotas

· Fecha de Adquisición  DD/MM/AAAA

· Origen de los Fondos 

· Valor Total 

    (Valor unitario de cotización x cantidad de acciones o títulos)


	2.4 Títulos, acciones, fondos comunes de inversión

· Títulos de 

· Títulos ya ingresados
· Título Nº 
· Tipo  de bien 

· Descripción

· Entidad Emisora

· Ramo o Actividad 

· Cantidad Acciones, Cuotas

· Fecha de Adquisición                 ( DD/MM/AAAA)

· Origen de los Fondos 

Cuando los fondos tienen un origen no identificado en el listado desplegable o cuando los fondos  tienen mas de un origen, consigne “OTROS” y detállelos.

-  Valor Total $                                                         Expresar todos los valores en pesos  sin  decimales

   (Valor unitario de cotización x cantidad de acciones o títulos)



	4.2 Bienes Inmuebles

· Tipo bien

· Localidad 

· Provincia

· País

· Porcentaje

· Año Ingreso

· Origen fondos

· Superficie

· Mejoras

· Valuación Fiscal $


	4.2 Bienes Inmuebles
· Tipo bien

· Barrio / zona

· Localidad 

· Provincia

· País

· Porcentaje

· Año Ingreso

· Origen fondos

· Superficie

· Mejoras

· Valuación Fiscal $

· Valuación Adquisición $


	2.5 Participación en Sociedades

· Participación en sociedades de

· Participación ya ingresadas
· Participación Nº
· Tipo de sociedad 

· Nombre de la Sociedad

· Ramo o Actividad

· Grado de participación  

       ( porcentaje de participación sobre el capital total)

· Fecha de adquisición

· Origen de los  Fondos

· Valor Total 

   ( Valuación de la sociedad x porcentaje de participación)

· Pregunta   (S/N)
La sociedad en la que participa, ¿ es o ha sido en los últimos tres años, proveedor, contratista, beneficiario o sujeto controlado o regulado por la jurisdicción u organismo donde se desempeña/ó?.
	2.5 Participación en Sociedades

· Participación en sociedades de

· Participación ya ingresadas
· Participación Nº
· Tipo de sociedad 

· Nombre de la Sociedad

· Ramo o Actividad

· Grado de participación  

     ( porcentaje de participación sobre el capital total)

· Fecha de adquisición             ( DD/MM/AAAA)
· Origen de los  Fondos 

Cuando los fondos tienen un origen no identificado en el listado desplegable o cuando los fondos  tienen mas de un origen, consigne “OTROS” y detállelos.

· Valor Total $

     Expresar todos los valores en pesos  sin   decimales
   ( Valor del porcentaje de  participación en la sociedad según ultimo balance)

· Pregunta   (S/N)
 La sociedad en la que participa, ¿ es o ha sido en los últimos tres años, proveedor, contratista, beneficiario o sujeto controlado o regulado por la jurisdicción u organismo donde se desempeña/ó?.

	4.3 Tarjeta de Crédito: datos en el anexo reservado

	IDEM
	2.6 Depósitos

· Depósitos  de

· Depósitos ya ingresados
· Depósito  Nº
· Tipo de cuenta 

· Entidad 


· Numero de cuenta Bancaria / certificado 

· Plazo  Fijo 


· Moneda 

· Monto

· Origen de los fondos 


	2.6 Depósitos

· Depósitos  de

· Depósitos ya ingresados
· Depósito  Nº
· Tipo de cuenta 
· Entidad 


· Numero de cuenta Bancaria o certificado 
·  Plazo  Fijo 


· Moneda 

· Monto
Monto del depósito o dinero en efectivo expresado  en el tipo de moneda consignada

· Origen de los fondos 

Cuando los fondos tienen un origen no identificado en el listado desplegable o cuando los fondos  tienen mas de un origen, consigne “OTROS” y detállelos.


	4.4 Títulos, acciones, fondos comunes de inversión 

· Tipo bien

· Descripción

· Entidad Emisora

· Ramo

· Cantidad Acciones

· Fecha de Adquisición

· Origen Fondos

· Valor Total $


	ÍIDEM
	2.7 Ingresos por rentas

· Ingreso por renta  de

· Ingreso  renta  ya ingresados
· Ingreso por renta   Nº
· Tipo de renta 

· Entidad Emisora 

· Descripción del bien objeto de la renta

· Monto percibido anual
	2.7 Ingreso por cargo que motiva la presentación
· Ingreso Laborales de

· Ingreso  laborales  ya ingresados

· Ingreso laborales   Nº
· Relación Laboral 

· Jurisdicción / Organismo

· Cargo ocupado

· Periodo desde

· Periodo hasta 

· Ingreso anual Neto $

Expresar todos los valores en pesos  sin  decimales

DJPI Inicia: Monto mensual neto multiplicado por los meses comprendidos entre la fecha de alta y el 31/12 del año de la asunción

DJPI Baja: Monto mensual neto multiplicado por los meses comprendidos entre el 01/01 del año del cese y la fecha de éste.

DJPI Anual: Monto mensual neto multiplicado por los meses comprendidos entre el 01/01 y el 01/12 del año al que corresponde la actualización.

· Continua en el trabajo?  Si__ No__


	4.5 Participación en Sociedades

· Tipo de sociedad

· Nombre de la Sociedad

· Ramo

· Porcentaje

· Fecha de adquisición

· Origen Fondos

· Valor Total $

· (4)
(4)La sociedad en la que participa ¿ es o ha sido en los últimos tres años, proveedor, contratista, beneficiario o sujeto controlado o regulado por la jurisdicción u organismo donde se desempeña/ó?.
	IDEM


	2.8 Ingresos Laborales

· Ingreso Laborales de

· Ingreso  laborales  ya ingresados

· Ingreso laborales   Nº
· Relación Laboral 

· Empleador

· Cargo ocupado

· Periodo desde

· Periodo hasta 

· Ingreso anual Neto 

· Continua en el trabajo?  Si__ No__


	2.8 Ingreso por otros trabajos

· Ingreso por otros trabajos de

· Ingreso  por otros trabajos  ya ingresados

· Ingreso laborales   Nº 

· Relación Laboral 

· Empleador / Entidad

· Cargo ocupado

· Periodo desde

· Periodo hasta 

· Ingreso anual Neto $

 Expresar todos los valores en pesos  sin  decimales
· Continua en el trabajo?  Si__ No__


	4.6 Depósito y dinero en efectivo.

· Tipo de cuenta

· Moneda

· Origen de los fondos

· Monto


	IDEM


	
	2.9. Otros Ingresos

· Otros Ingresos  de

· Otros Ingresos  ya ingresados

·  Otros Ingresos  Nº
· Tipo de Ingresos

Cuando los fondos tienen un origen no identificado en el listado desplegable o cuando los fondos  tienen mas de un origen, consigne “OTROS” y detállelos.
· Derecho o bien que lo origina

· Monto total recibido  $

Expresar todos los valores en pesos  sin  decimales
Detalle el origen específico de este ingreso. Por ejemplo: “si se trata de ventas de acciones o títulos” identifique entidad emisora , cantidad de acciones/títulos vendidos, precio unitario; en el caso de ingresos previsionales, tipo de beneficio percibido.

	4.7 Ingresos por rentas:

· Tipo de renta 

· Descripción del bien 

· Entidad Emisora 

· Anual    recibido $
	4.7 Ingreso por cargo que motiva la presentación:

· Cargo

· Relación Laboral

· Jurisdicción / Organismo

· Monto anual Neto $

· Desde

· Hasta

· Sigue?


	
	  2.10 Venta bienes Inmuebles

· Venta bienes Inmuebles de

· Bienes Inmuebles vendidos ya ingresados

· Bien Inmueble Nº
· Tipo bien

· Domicilio 


· Barrio - zona

· Localidad

· Provincia

· País

· Porcentaje según titulo de compra

· Fecha de venta

· Importe ingresado por la venta $

  Expresar todos los valores en pesos  sin  decimales


Recuerde la imagen: 
preserva la confidencialidad de los datos

	4.8 Ingresos por trabajos:

· Cargo 

· Relación Laboral

· Empleador

· Monto anual Neto $

· Desde

· Hasta

· Sigue?
	4.8 Ingreso por otros trabajos / actividad: 

· Cargo 

· Relación Laboral

· Empleador /   Entidad

· Monto anual Neto $

· Desde

· Hasta

 -  Sigue?
	2.9 Deudas

· Deudas de

· Deudas  ya ingresados

· Deuda Nº
· Tipo de deuda 

· Moneda

·  Monto

· Identidad del acreedor


	2.11 Deudas

· Deudas de

· Deudas  ya ingresados

· Deuda Nº
· Tipo de deuda 

· Moneda

·  Monto $

Expresar todos los valores en pesos  sin  decimales
- Identidad del acreedor

	
	4.9  Otros Ingresos

· Tipo de Ingresos

· Derecho o bien que lo origina

· Monto total 

recibido  $


	2.10 Acreencias

· Acreencias  de

· Acreencias  ya ingresados

· Acreencia  Nº
· Tipo de acreencia

· Moneda

· Monto
· Origen de los fondos

· Identidad del deudor

	2.12 Acreencias

· Acreencias  de

· Acreencias  ya ingresados

· Acreencia  Nº
· Tipo de acreencia

· Moneda

· Monto $
Expresar todos los valores en pesos  sin  decimales
· Origen de los fondos

Cuando los fondos tienen un origen no identificado en el listado despegable o cuando los fondos  tienen mas de un origen, consigne “OTROS” y detállelos
· Identidad del deudor


	
	  4.10 Ingreso por venta de muebles inmuebles:

· Tipo bien

· Barrio0 / zona

· Localidad

· Provincia

· País

· Porcentaje

· Fecha de venta

· Importe ingresado por la venta $
	3.   Grupo familiar

Solo debe ingresar los datos de los siguientes familiares:

· Cónyuge

· Hijos menores de 21 años no emancipados
	3. Grupo familiar

Solo debe ingresar los datos de los siguientes familiares:

· Cónyuge

· Hijos menores de 21 años no emancipados

	4.9 Deudas

· Tipo de deuda 

· Identidad del acreedor

· Moneda

-   Monto
	4.11 Deudas

Idem
	3.1 Grupo familiar

· Familiar Nº

· Número de familiares  ingresados
· Apellido y nombres del familiar
· Parentesco  cónyuge o conviviente __     Hijos__
· Sexo  F__ M__ 
· Fecha de Nacimiento
· Tipo Documento 

· Numero de documento

· Nº CUIT (si posee)
	3.1 Grupo familiar

· Familiar Nº

· Número de familiares  ingresados
· Apellido 

·  Nombre/s
· Parentesco  cónyuge o conviviente __     Hijos__
· Sexo  F__ M__ 
· Nacido el 
· Tipo de  Documento 

· Numero de documento

· Nº  de CUIT (si posee)



	4.10 Acreencias

· Tipo de acreencia

· Moneda

· Monto
· Origen de los fondos

· Identidad del deudor

	4.12 Acreencias:

· Tipo de acreencia

· Identidad del deudor

· Moneda

· Monto

· Origen de los fondos


	4. Bienes de familiares

Seleccione  familiar para declarar los bienes

1 Bienes muebles 

2 Bienes Inmuebles 

3 Tarjetas de Créditos

4 Títulos, Acciones FCI y otros valores

5 Participación en sociedades s/ cotización en Bolsas

6 Depósitos en Bancos o dinero en efectivo

7 Ingresos por rentas, dividendos o intereses 
8 Ingresos por trabajos 

9     Deudas 

10     Acreencias


	4. Bienes de familiares

Seleccione  familiar para declarar los bienes

1   Bienes muebles 

2   Bienes Inmuebles 

3   Tarjetas de Créditos

4    Títulos, Acciones FCI y otros valores

5    Participación en sociedades s/ cotización en Bolsas

6    Deposito y dinero en efectivo
7    Ingresos por trabajos

8    Otros Ingresos

9    Otros ingresos 

10   Ingresos por venta de inmuebles 

11     Deudas 

12      Acreencias



	
	5. Detalles de los bienes de 

Familiar:
	
	

	
	5.1 Bienes muebles registrables /otros bienes muebles

· Tipo Bien

· Descripción

· Año de ingreso

· Origen fondos

· Porcentaje

· Valor estimado $
	
	

	
	5.2 Bienes Inmuebles

· Tipo bien

· Barrio / zona

· Localidad 

· Provincia

· País

· Porcentaje

· Año Ingreso

· Origen fondos

· Superficie

· Mejoras

· Valuación Fiscal $

· Valuación 

· -Adquisición $
	
	

	
	5.3 Tarjeta de Crédito: datos en el anexo reservado
	
	

	
	5.4 Títulos, acciones, fondos comunes de inversión

· Tipo bien

· Descripción

· Entidad Emisora

· Ramo

· Cantidad Acciones

· Fecha de       

· Adquisición

· Origen Fondos

· Valor Total $
	
	

	
	5.5 Participación en Sociedades

· Tipo de sociedad

· Nombre de la

· Sociedad

· Ramo

· Porcentaje

· Fecha de adquisición

· Origen Fondos

· Valor Total $
	
	

	
	5.6 Depósito y dinero en efectivo.

· Tipo de cuenta

· Moneda

· Origen de los fondos

· Monto
	
	

	
	5.7 Ingreso por otros trabajos / actividades 

· Cargo 

· Relación Laboral

· Empleador / Entidad

· Monto anual Neto $

· Desde

· Hasta

              -  Sigue?
	
	

	
	5.8 Otros ingresos

· Tipo de Renta

· Descripción del bien 

· Monto Anual 

    recibido  $
	
	

	
	5.9 Ingreso por venta de muebles inmuebles

· tipo bien

· Barrio / zona

· Localidad

· Provincia

· País

· Porcentaje

· Año de venta

· Importe ingresado por la venta $
	
	

	
	5.10 Deudas

· Tipo de deuda 

· Identidad del acreedor

· Moneda

              -   Monto
	
	

	
	5.11 Acreencias

· Tipo de acreencia

· Identidad del deudor

· Moneda

· Monto

              -   Origen de los fondos
	
	


ANEXO RESERVADO

	RESOLUCIÓN 1000/2000
	MODIFICACIÓN FEBRERO DE 2007

	1. Datos Personales

· Documento. Tipo

· Numero

· Cuit / Cuil

· Apellido y Nombre

· Fecha Nacimiento

· Sexo

· Estado Civil

· Ingreso a la APN

· Jurisdicción 

· Secretaria

· Subsecretaria

· Organismo

· Cargo

       -   Organismo. Origen
	Ídem

	2. Datos de cónyuge o conviviente e hijos menores no emancipados 

· Documento

· Numero

· Apellido y Nombre

· Cuit

· Fecha de Nacimiento

· Vinculo 

· Sexo 
	2. Datos de cónyuge o conviviente e hijos menores no emancipados 

· Documento

· Numero

· Apellido y Nombre

· Cuit

· Fecha de Nacimiento

· Vinculo ( H/C )
        -      Sexo ( F/M )

	3.Detalles de bienes del declarante
	3.Detalles de  los bienes del declarante 

	3.1 Bienes Inmuebles

· Tipo bien

· Porcentaje

· Domicilio

· Localidad 

· Provincia

· País

· Año Ingreso

· Origen fondos

· Superficie

· Valuación Fiscal $


	3.2 Bienes Inmuebles 

·  Tipo bien

·  Porcentaje

·  Domicilio

· Barrio / zona

· Localidad 

· Provincia

· País

· Año Ingreso

· Origen fondos

· Superficie

· Valuación Fiscal $

 -  Valuación Adquisición $  

	3.2 Tarjetas de Créditos

· Nombre de tarjeta

· Entidad Emisora

· Numero de Tarjeta

· Extensiones


	3.3 Tarjetas de Créditos

       Idem

	3.3 Depósitos

· Tipo de cuenta

· Entidad

· Numero de Cuenta

· Moneda

· Origen de los fondos

· Monto


	3.6 Depósitos y dinero en efectivo

· Tipo de cuenta

· Entidad

· Numero de Cuenta

· Moneda

· Origen de los fondos

· Monto



	
	3.10 Ingresos por ventas de bienes inmuebles

· Tipo bien

· Porcentaje

· Domicilio

· Barrio / zona

· Localidad

· Provincia

· País

· Fecha de venta

· Importe ingresado por la venta $


	4. Detalle de los bienes de los familiares:

Familiar:______________________

Los rubros que bajo este punto se deben consignar, son iguales a los establecidos bajo el punto 3.
	4. Detalle de los bienes de 

Familiar:



	
	4.2 Bienes Inmuebles: 

· Tipo bien

·  Porcentaje

·  Domicilio

· Barrio / zona

· Localidad 

· Provincia

· País

· Año Ingreso

· Origen fondos

· Superficie

· Valuación Fiscal $

-  Valuación Adquisición $  

	
	4.3 Tarjetas de créditos

· Nombre de tarjeta

· Entidad Emisora

· Numero de Tarjeta

· Extensiones



	
	4.6 Deposito y dinero en efectivo
· Tipo de cuenta

· Entidad

· Numero de Cuenta
· Moneda

· Origen de los fondos

· Monto



	
	4.9 Ingreso por ventas de bienes inmuebles

· Tipo bien

· Porcentaje

· Domicilio

· Barrio / zona

· Localidad

· Provincia

· País

· Fecha de venta

· Importe ingresado por la venta $


	5. Observaciones 
	5. Observaciones 

	Declaración: Declaro bajo juramento que los bienes, créditos, deudas y actividades desarrolladas precedentemente son fehacientes y actualizadas ( a la fecha de mi designación) ( al 31/12 del año correspondiente a esta actualización) ( a la fecha de mi cese) tanto en el país como en el extranjero y que no cuento con otros ingresos que los manifestados. Así también declaro que es exacta la relación de bienes de mi cónyuge o conviviente e hijos menores no emancipados.


	Declaración: Declaro bajo juramento que los bienes, créditos, deudas y actividades desarrolladas precedentemente son fehacientes y actualizadas tanto en el país como en el extranjero y que no cuento con otros ingresos que los manifestados. Así también declaro que es exacta la relación de bienes de mi cónyuge o conviviente e hijos menores no emancipados.




DECLARACIÓN SOBRE INCOMPATIBILIDADES Y CONFLICTOS DE INTERESES

Ley N° 25.188, modificada por el Decreto N° 862/2001

ARTICULO 13. — Es incompatible con el ejercicio de la función pública:

a) Dirigir, administrar, representar, patrocinar, asesorar, o, de cualquier otra forma, prestar servicios a quien gestione o tenga una concesión o sea proveedor del Estado, o realice actividades reguladas por éste, siempre que el cargo público desempeñado tenga competencia funcional directa, respecto de la contratación, obtención, gestión o control de tales concesiones, beneficios o actividades;

b) Ser proveedor por sí o por terceros de todo organismo del Estado en donde desempeñe sus funciones

ARTICULO 14. — Aquellos funcionarios que hayan tenido intervención decisoria en la planificación, desarrollo y concreción de privatizaciones o concesiones de empresas o servicios públicos, tendrán vedada su actuación en los entes o comisiones reguladoras de esas empresas o servicios, durante TRES (3) años inmediatamente posteriores a la última adjudicación en la que hayan participado.

ARTICULO 15. — En el caso de que al momento de su designación el funcionario se encuentre alcanzado por alguna de las incompatibilidades previstas en el Artículo 13, deberá:

a) Renunciar a tales actividades como condición previa para asumir el cargo. 

b) Abstenerse de tomar intervención, durante su gestión, en cuestiones particularmente

relacionadas con las personas o asuntos a los cuales estuvo vinculado en los últimos TRES (3) años o tenga participación societaria.

ARTICULO 16. — Estas incompatibilidades se aplicarán sin perjuicio de las que estén

determinadas en el régimen específico de cada función.

Declaro bajo juramento que no me encuentro alcanzado por las normas precedentes y que me abstendré de tomar intervención en los casos que así corresponda.

OBSERVACIONES

1. No se ha podido acceder a los sistemas de tabulaciòn utilizados por la Oficina Anticorrupciòn, del àrea pertinente de seguimiento de las DDJJ, con las declaraciones juradas presentadas por los funcionarios alcanzados por la norma, que permita FEHACIENTEMENTE dar la señal de ALERTA a las autoridades respecto a la existencia de un presunto CONFLICTO DE INTERESES.

Comparaciòn intertemporal: 2007 vs. 2000

a) se ha agregado el valor de adquisiciòn en los bienes inmuebles, mientras que en la versiòn 2000 bastaba informar la valuaciòn fiscal del inmueble

b) se ha incorporado en la versiòn actual la declaraciòn de los ingresos que provengan del cargo que detenta y por el que presenta su DDJJ. Es muy importante porque de allì podrìa salir la informaciòn que permita inferir posibles crecimientos patrimoniales no debidamente justificados. En la versiòn 2000 este dato no era solicitado, por lo que la versiòn actual representa una mejora.

c) se ha incorporado, en la versiòn actual,  aquellos ingresos provenientes de otras fuentes además de los ingresos por los cargos actuales, como aquellos que surjan de otras fuentes no laborales o ingresos por venta de inmuebles.

d) En el Manual del Usuario, en la versiòn 2007 surge más claramente los datos solicitados referidos a los antecedentes laborales del sector pùblico y del sector privado.

e) En el capìtulo “Ingreso por el cargo que motiva la presentaciòn”, en el Manual del usuario existe una indicaciòn que no contempla la situaciòn de aquel funcionario obligado que se incorpore y fuere dado de baja en un mismo año, por lo que podrìa generar alguna confusiòn en el completamiento de los datos referidos al monto anual en concepto de ingresos por el cargo que detentò.
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volver al inicio
� CODIGO PENAL –Art. 268 (1). - Será reprimido con la pena del artículo 256 (Será reprimido con reclusión o prisión de uno  a seis años e inhabilitación especial perpetua) , el funcionario público que con fines de lucro utilizare para sí o para un tercero informaciones o datos de carácter reservado de los que haya tomado conocimiento en razón de su cargo.





CODIGO PENAL Art. 268 (2). - (Texto vigente según ley 25188) Será reprimido con reclusión o prisión de dos a seis años, multa del cincuenta por ciento al ciento por ciento del valor del enriquecimiento e inhabilitación absoluta perpetua, el que al ser debidamente requerido, no justificare la procedencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de un cargo o empleo público y hasta dos años después de haber cesado en su desempeño.


Se entenderá que hubo enriquecimiento no sólo cuando el patrimonio se hubiese incrementado con dinero, cosas o bienes, sino también cuando se hubiesen cancelado deudas o extinguido obligaciones que lo afectaban.


La persona interpuesta para disimular el enriquecimiento será reprimida con la misma pena que el autor del hecho.





CODIGO PENAL Art.  268 (2). — (Texto Según dec. T.O. 3992/1984) Será reprimido con reclusión o prisión de dos a seis años e inhabilitación absoluta de tres a diez años, el que al ser debidamente requerido, no justificare la procedencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona interpuesta para disimularlo, posterior a la asunción de un cargo o empleo público. La prueba que ofrezca de su enriquecimiento se conservará secreta, a su pedido, y no podrá ser invocada contra él para ningún otro efecto.





La persona interpuesta para disimular el enriquecimiento será reprimida con prisión de uno a cuatro años.





CODIGO PENAL- Art. (3).- (Art. incorporado según ley 25188) Será reprimido con prisión de quince días a dos años e inhabilitación especial perpetua el que, en razón de su cargo , estuviere obligado por ley a presentar una declaración jurada patrimonial y omitiere maliciosamente hacerlo.


El delito se configurará cuando mediando notificación fehaciente de la intimación respectiva, el sujeto obligado no hubiere dado cumplimiento a los deberes aludidos dentro de los plazos que fije la ley cuya aplicación corresponda.


En la misma pena incurrirá el que maliciosamente, falseare u omitiere insertar los datos que las referidas declaraciones juradas deban contener de conformidad con las leyes y reglamentos aplicables.








� La determinación de los funcionarios alcanzados por la obligación de presentar declaraciones juradas, se realiza de conformidad con las disposiciones del artículo 5º de la Ley 25.188 complementado por el artículo 2º del Decreto Nº 164 del 28/12/1999.�La Oficina Anticorrupción, estableció criterios de aplicación del citado artículo 5º mediante el dictado de las Resoluciones OA Nº 06/2000 y 01/2002. �











� Publicación de la  Oficina Anticorrupción del  Ministerio de Justicia y derechos Humanos. Declaraciones Juradas para Funcionarios. Octubre de  2004


� Decreto Nº 152 del 14 de febrero de 1997


� Decreto Nº 41 del 27 de Enero del 1999


� Ley Nº 25.188. Octubre de 1999


� Articulo 10: en cualquier tiempo toda persona podrá consultar y obtener copia de las declaraciones, juradas presentadas con la debida intervención del organismo que las haya registrado y depositado, previa presentación de una solicitud escrita.


�El texto legal establecía: Aquellos funcionarios que hayan tenido intervención decisoria en la planificación, desarrollo y concreción de privatizaciones o concesiones de empresas o servicios públicos, tendrán vedada su actuación en los entes o comisiones reguladoras de esas empresas o servicios. El decreto limitó el impedimento. Estableció que aquellos que hubiesen intervenido en las privatizaciones podrían participar en los entes reguladores, siempre que hubiesen pasado tres años desde “la última adjudicación en la que hayan participado”.


� Ley Nº 25.233 modificatoria de la Ley de Ministerios


� Decreto Nº 102, articulo 2, Inciso g). 23 de Diciembre de 1999


� Resolución Nº 17/2000 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos


� El fundamento de tal acordada  fue la independencia de poderes, dado que la dicha comisión funcionaría “en el ámbito del Congreso”. Por la misma razón, la Corte decidió no designar un representante ante dicha Comisión. De esta manera, el organismo –no pudiendo declarar de oficio la inconstitucionalidad de la ley- dispuso no cumplir mediante una acordada.


� Acordada Nº 29/05


�  Acordada Nº 30/05


� No creada en la actualidad. Legislada Ley Nº 25.188, capitulo VIII.


� Articulo 49 del Reglamento de la Cámara Alta


� Informe Anual de Gestión Enero – Diciembre  2006 Oficina Anticorrupción,  Ministerio de Justicia y Derechos Humanos  y ediciones anteriores.


� Idem anterior


�Resolución  MJyDH  Nº1000/00  en su artículo 5º establece que  las áreas de personal, administración o recursos humanos de las jurisdicciones y organismos deben remitir a la OFICINA ANTICORRUPCION del MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS, dentro del plazo de TREINTA (30) días hábiles contados a partir de la fecha de vencimiento del plazo de presentación, un ejemplar de las Declaraciones Juradas Patrimoniales Integrales de carácter público y sus Anexos Reservados, en soporte papel, presentados por los siguientes funcionarios:


a) Presidente y Vicepresidente de la Nación.


b) Jefe de Gabinete de Ministros, Ministros, Secretarios, Subsecretarios del Poder Ejecutivo Nacional y funcionarios de rango equivalente.


c) Interventores Federales.


d) Funcionarios colaboradores de los Interventores Federales con nivel no inferior a Subsecretario.


e) Máximas autoridades de los organismos descentralizados, entidades autárquicas, bancos y entidades financieras del sistema oficial, obras sociales administradas por el Estado, empresas del Estado, sociedades del Estado y representantes designados a propuesta del Estado Nacional en sociedades de economía mixta, sociedades anónimas con participación estatal y en otros entes del sector público nacional.


f) Síndico General de la Nación y Síndicos Generales Adjuntos de la SINDICATURA GENERAL DE LA NACION.


g) Autoridades superiores de los entes reguladores y demás órganos que integran los sistemas de control del sector público nacional.


h) Embajadores en misión oficial permanente en el exterior.


i) Miembros de organismos jurisdiccionales administrativos.


j) Rectores y Vicerrectores de las Universidades Nacionales.


k) Jefe y Subjefe del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas.


l) Jefe y Subjefe del ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJERCITO, Jefe y Subjefe del ESTADO MAYOR GENERAL DE LA ARMADA y Jefe y Subjefe del ESTADO MAYOR GENERAL DE LA FUERZA AEREA ARGENTINA.


ll) Jefe y Subjefe de la POLICIA FEDERAL ARGENTINA.


m) Prefecto y Subprefecto Nacional Naval de la PREFECTURA NAVAL ARGENTINA.


n) Director y Subdirector General de la GENDARMERIA NACIONAL.


o) Director y Subdirector Nacional del SERVICIO PENITENCIARIO FEDERAL.


p) Asesores del Presidente y Vicepresidente de la Nación, del Jefe de Gabinete de Ministros y de los Ministros, Secretarios y Subsecretarios del Poder Ejecutivo Nacional.


que desempeñan los cargos detallado de la y las restantes seleccionadas según criterios que se han elaborado, tales como el nivel jerárquico de los cargos desempeñados y según porcentajes de incrementos patrimoniales.


� Informe Anual de Gestión Enero – Diciembre  2006 Oficina Anticorrupción,  Ministerio de Justicia y Derechos Humanos  y ediciones anteriores


� Elaboración propia. Porcentaje de 1/1000 calculado en base a las distintos causas que originan  la iniciación de expedientes sobre el total de declaraciones juradas presentadas por funcionarios que se desempeñan en el  ámbito del poder ejecutivo del Poder Ejecutivo Nacional.


� Elaboración propia. Porcentaje calculado en base a las distintos causas que originan  la iniciación de expedientes sobre el total de declaraciones juradas controladas por la Oficina Anticorrupción.


� Elaboración propia. Porcentaje calculado en base al numero de declaraciones juradas omitidas de presentación  y el   total  que se deberían presentar  por  los funcionarios que se desempeñan en el  ámbito del poder ejecutivo del Poder Ejecutivo Nacional.


� Expedientes iniciados por posibles casos de enriquecimiento ilícito 45 y total de declaraciones juradas controlados por la OA 4100.


  


� Decreto Nº 7843/53, Decreto Nº  1639/89, Decreto Nº  494/95 y Decreto Nº 41/99


� Incorporación del inc. F)  al art. 2 del decreto 7843/53 y posterior eliminación con decreto 1639/89. Este inciso  establecía que las distintas jurisdicciones deben elevar nominas de funcionarios que por las funciones desempeñadas estaban alcanzados por la obligación.  


�Decreto Nº 7843/53 Exigía declarar medio de vida de parientes por consanguinidad en línea recta vivos.  Por Decreto Nº 41/99 fue elimina esta exigencia.


� Decreto Nº 41/99. La consulta se realizaba previa presentación de solicitud escrita existiendo una limitación  para el uso de la información e informándole al funcionario declarante de dicha entrega y los datos del solicitante. La ex oficina ONEP, donde se presentaba la solicitud, presenciaba la apertura delos sobres a efectos de hacer un control de las presentaciones. 


� Cabe destacar la responsabilidad que le correspondió a las áreas de personal y recursos humanos de las jurisdicciones y organismos., en lo referido a la identificación de los obligados, la recepción de los sobres, el control de cumplimiento y el otorgamiento de recibos provisorios en la oportunidad de la presentación 


� Decreto Nº 41/99. Ante irregularidades debía remitir lo actuado a la máxima autoridad del funcionario para que dispusiera la iniciación de un sumario. En caso de ser personas sujetas al procedimiento del juicio político, debía informarse al Poder Ejecutivo de la Nación y a la Cámara de Diputados de la Nación.


� Esta se encuentra  a  disposición de la autoridad judicial o de la aun no conformada Comisión Nacional de Ética Publica.


� La ley 25.188, incorporó como articulo 268 del Código Penal el castigo con prisión e inhabilitación al funcionario que omitiere maliciosamente presentar la declaración  jurada patrimonial integral o que, también maliciosamente falseare u omitiere consignar los datos que esta obligado a incorporara en su declaración.


� Decreto Ley Nº 9.624/1980


� Decreto Nº 711, del 15 de julio de 1981.


� Decreto reglamentario Nº 25 de diciembre de 1987, modificado luego por el 3223/90


� Los funcionarios de la Administración publica de la Ciudad, de sus entes antárticos y descentralizados [...] deben presentar declaración jurada de bienes al momento de asumir el cargo y al tiempo de cesar”. La escribanía 


� los funcionarios que ocupen cargos con jerarquía superior a la de Director o niveles equivalentes, ya sea en la Administración Central o Descentralizada y el personal que tenga por fin administrar un patrimonio público o fiscalizar los ingresos públicos, deber .n presentar declaración jurada de bienes ante la Escribanía General al asumir el cargo, anualmente y al cese de sus funciones, as. como en cualquier circunstancia en que exista una modificación sustancial de dicha


declaración.


� Decreto Nº 791/99 reglamenta la ley para el ámbito del Poder Ejecutivo.


� Todos los funcionarios y magistrados , así como los empleados que manejen fondos públicos, los representen legalmente o ejerzan en los hechos poder de policía.


� Una copia es enviada a la Contraloría General de la Republica o a la Contraloría Regional, otra es Regional, otra es retenida por la oficina de personal del organismo que la reciba y la última se devuelve al interesado.


� Modificatoria de la Ley Nº 18.575 


� Aproximadamente 3.200.000 pesos chilenos


� El “Ethics in Government Act” es la norma que regula la declaración de los intereses financieros de todos aquellos que desempeñen sus labores en el Senado. Sin embargo, hoy la aplicaciòn de este Código de Etica se ha extendido a todos los funcionarios de la Administración Pública. La entidad encargada de ejecutar esta norma es la Office Government Ethics-OGE, la que tendrà la misiòn de elaborar un reporte por cada funcionario y sus familiares directos. –“Biblioteca del Congreso Nacional de Chile” – Valparaìso, marzo 2005


�Publicación de la Oficina de Ética del Gobierno de los Estados Unidos, Normas de Conducta Ética para Los Empleados del Órgano Ejecutivo, Sección 2635.402 Intereses financieros que causan descalificación. Esta publicación incluye: La Parte I de la Orden Ejecutiva 12674 (enmendada por la Orden Ejecutiva 12731) y los Reglamentos de la Parte 2635 del Título 5 del Código de Reglamentos. 


� Articulo 36 determina el universo de obligados.


� En este caso solo debe indicarse las modificaciones al patrimonio.


� Desde el año 2002 todos los servidores públicos deben realizar sus presentaciones obligatoriamente a través de medios remotos de comunicación electrónica, utilizando un programa que ha sido denominado “Declarante”. Solo podrán presentar la Declaración en formato papel, aquellos servidores públicos que no cuente en su centro de trabajo con medios remotos de comunicación electrónica.


� Decreto Nº 102/99


� Dispone que el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos es la autoridad de aplicación de las Ley de Ética en el ámbito de la Administración Publica Nacional y que puede dictar los reglamentos, instrucciones  y dictámenes necesarios para su ejecución.


� El decreto Nº 808/2000 delega en el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos el establecimiento de las condiciones y modalidades de presentación de las Declaraciones Juradas.


� Quienes cumplían estas funciones se encontraban con la dificultad  que ocasionaba la revisión de una gran cantidad de planillas manuscritas, con el contratiempo que esto significaba para comprender algunos de los datos allí volcados. Tampoco se podían realizar análisis automatizados, como la evolución del patrimonio de los funcionarios año tras año, o realizar cruces con otras fuentes de información. 


� A medida que llegaban los sobres con las declaraciones, se los ingresaba a una base de datos que iba variando continuamente [...] esta circunstancia impedía elaborar una base de datos confiable de funcionarios obligados 


� como por ejemplo el sistema de declaraciones juradas impositivas realizadas a través de Internet por la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP).





� La ley de Ética de la Función Publica  25.188 establece los funcionarios obligados. 


� Siendo la descentralización de la custodia de las declaraciones juradas uno de los principales objetivos del nuevo sistema


� En la misma consta el numero de documento, apellido y nombre, su cargo y las fechas de alta y baja al mencionado Universo de Obligados. También se asientan las modificaciones  al cargo que pudieran surgir con el transcurso del tiempo. [...]  brinda información automatizada sobre los incrementos patrimoniales de los funcionarios. 


� Al que solo es posible acceder mediante una orden judicial.


� www.ddjjonline.gov.ar


� Para tener acceso a la opción que le permite al funcionario enviar el archivo correspondiente a su declaración jurada, éste debe validarse con su documento, una clave (password) personal y una clave que le brinda el mismo sitio.


� www.anticorrupcion.gov.ar


� Según este enfoque, las prácticas corruptas pasan a ser una actividad económica más y el funcionario es un individuo racional que busca maximizar su utilidad. Así, el ser humano potencialmente corrupto evaluar  los costos y beneficios de sus acciones.  Para conocer los costos, tendrá en cuenta no solo la magnitud del castigo previsto por la norma, sino también la probabilidad de ser descubierto.


� 1. Incrementa la probabilidad de que los funcionarios infractores sean descubiertos, ya que se facilita el acceso a la información sobre sus aspectos patrimoniales y financieros. Por lo tanto, según lo visto anteriormente, es menos probable que su conducta sea deshonesta.


     2. Por otra parte, un ambiente de mayor control de la corrupción  -puesto de manifiesto en que cada uno debe presentar su declaración- incrementa la probabilidad de ser descubiertos que perciben los funcionarios.


     3. El funcionario deshonesto, ante la perspectiva de tener que declarar públicamente sus ingresos y bienes, puede falsear su declaración y subdeclarar su patrimonio o, directamente, no realizar la presentación. Sin embargo, lo que en los sistemas de declaraciones juradas de contenido secreto, era penado con una sanción de tipo únicamente administrativo o no castigado -ya que la declaración era abierta solo en los casos excepcionales señalados previamente-, resulta un delito a partir de la sanción de la ley de Ética Publica


que, a través de su articulo 39, incorpora al Código Penal la pena de “prisión de quince días a dos años e inhabilitación especial perpetua el que [...] estuviere obligado por ley a presentar una declaración jurada patrimonial y omitiere maliciosamente hacerlo [...] En la misma pena incurrir. el que  maliciosamente, falseare u omitiere insertar los datos que las referidas declaraciones juradas deban contener de conformidad con las leyes y reglamentos aplicables Ó. Por lo tanto, la ley -y su necesario complemento que es el sistema


de declaraciones juradas de contenido público- cierra otra vía de escape de posibles actos de corrupción al aumentar y extender las sanciones.


4. Por otra parte, el funcionario deshonesto Ðante el temor de ser descubierto con un patrimonio superior al que le permitirán sus ingresos tiene también la opción de ocultar su real patrimonio a través de la designación de testaferros, de la contratación de asesoramiento contable especializado, etc., con el fin de presentar una declaración jurada que no despierte sospechas al ser controlada. Sin embargo, esto indudablemente aumentara los costos para quienes incurran en conductas licitas, y reducirá, por lo tanto, el ingreso neto proveniente de los sobornos percibidos. Por lo tanto, de acuerdo con nuestra ecuación inicial, hay otro fuerte incentivo para que los agentes no mientan en su declaración, lo que permite que una mayor proporción de ellos se mantenga en la legalidad. Asimismo, la intervención de más personas en el juego, incrementa la probabilidad de que alguno decida violar las normas implícitas y, por ejemplo, un asesor contable puede denunciar los manejos lícitos o un testaferro puede no reconocer un pacto firmado y apropiarse de los bienes adquiridos con dinero de fuente ilegal. 


5. El monto de los sobornos pagados es una variable no controlada por el Estado, aunque si se incrementaran los controles y, por lo tanto, el riesgo de que el funcionario sea descubierto, .éste exigirá una recompensa mayor por actuar incorrectamente. De esta manera,  crecerán –indirectamente- los costos para el particular que da el dinero.


� Herramientas para prevenir las incompatibilidades y conflictos de intereses:


a) Facilita la selección -gracias a los antecedentes que el sistema proporciona - de los agentes cuya probabilidad de incurrir en irregularidades y conflictos de intereses sea menor.


b) Aporta datos para el diseño de medidas de premios y castigos para los funcionarios.


c) Provee información que facilita la detección de aquellos candidatos que potencialmente podrán incurrir con más probabilidad en conflictos de intereses.


d) Permite evitar que los funcionarios tomen decisiones que les hagan enriquecerse a costa de regulaciones del Estado emitidas por ellos mismos con el propósito de obtener beneficios.


e) Habilita la realización de controles preventivos, en los casos en los que existen conflictos de intereses o incompatibilidades y se le autoriza al funcionario continuar en su cargo con ciertas salvedades (v.g., excusarse


de intervenir en ciertos asuntos). El sistema permite efectuar un análisis caso por caso y luego proponer medidas que reduzcan la discrecionalidad del agente.


f) Facilita la determinación de ciertos patrones generales de incompatibilidades o conflicto de intereses que luego sean .tiles para elaborar reglamentos, normativa, estudios o diagnósticos sobre la materia.














� sin el acceso a información que permita confrontar datos, la tarea de seguimiento y evaluación de las declaraciones juradas es imposible, sino se dota a los organismos encargados de su registro y análisis del acceso rápido, directo, independiente y digitalizado (cuando las bases de datos as. lo permitan) a la información contenida en las declaraciones juradas, ellas sólo serán un inmenso registro de datos, desprovisto de toda utilidad.


� Nótese que la existencia de registros públicos y privados en formato digital y la posibilidad de acceso directo a ellos, contribuirá a alcanzar una revisión automatizada de los procesos de cruce de información (etapa que todavía no ha sido alcanzada) con evidentes beneficios desde el punto de vista de la eficacia y de la eficiencia del sistema. Mejores resultados finales podrán ser alcanzados sobre un control material del patrimonio de los funcionarios, y ello con menor cantidad de recursos humanos.


� Código Penal art. 268 –3- 


� La Ley 16.648 de 1964 puso en vigencia el texto del Proyecto de 1960 ubicándolo como artículo 269 


� Artículo 268 : Será reprimido con reclusión o prisión de dos a seis años, multa del cincuenta por ciento al ciento por ciento del valor del enriquecimiento e inhabilitación absoluta perpetua, el que al ser debidamente requerido, no justificare la procedencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona interpuesta para disimularlo, ocurrido con posterioridad a la asunción de un cargo o empleo público y hasta dos años después de haber cesado en su desempeño.


Se entenderá que hubo enriquecimiento no sólo cuando el patrimonio se hubiese incrementado con dinero, cosas o bienes, sino también cuando se hubiesen cancelado deudas o extinguido obligaciones que lo afectaban.


La persona interpuesta para disimular el enriquecimiento será reprimida con la misma pena que el autor del hecho.


Artículo 268 (3): Será reprimido con prisión de quince días a dos años e inhabilitación especial perpetua el que, en razón de su cargo, estuviere obligado por ley a presentar una declaración jurada patrimonial y omitiere maliciosamente hacerlo.


El delito se configurará cuando mediando notificación fehaciente de la intimación respectiva, el sujeto obligado no hubiere dado cumplimiento a los deberes aludidos dentro de los plazos que fije la ley cuya aplicación corresponda.


En la misma pena incurrirá el que maliciosamente, falseare u omitiere insertar los datos que las referidas declaraciones juradas deban contener de conformidad con las leyes y reglamentos aplicables.





� Seminarios Regionales para la Transparencia y el Control de la Corrupción. Informe Final del Seminario llevado a cabo en la Provincia de Corrientes- 23 se Setiembre de 2004. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, Oficina Anticorrupción, p. 35.


� Durante la  gestión del actual gobierno, año 2004 y 2005,  la Contaduría General, como autoridad a cargo del registro de declaraciones, recibió un total de 558 sobres lacrados conteniendo presumiblemente DDJJ (dado que tales sobres no se pueden abrir para verificar su contenido): pero al no existir la obligación de renovación anual, dicha cifra representa la acumulación de DDJJ desde diciembre de 2003 (fecha de asunción de las actuales autoridades). Por otra parte, si un funcionario renovara su declaración jurada más de una vez, el número de DDJJ que presentase, estaría también acumulado a dicha cifra. Al no existir una igualdad entre DDJJ presentadas y funcionarios obligados a presentarla, esa cifra de casi 560 sobres no permite una comparación acertada.


� Resolución Nº 1000/00 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y su actualización por Resolución Nº 193/07 del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos


� El cuadro comparativo se ha confeccionado utilizando la información requerida al funcionario obligado, desde el Manual del Usuario del  Aplicativo del sistema informàtico OANET “Aplicativo de Carga de Datos de Declaraciones Juradas Patrimoniales Integrales” de la Oficina Anticorrupción del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos correspondiente a las versiones del año 2000 y 2007


� El color rojo surge del formulario de carga de datos, indicando una atención especial hacia el funcionario obligado
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